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Señores miembros del jurado: 
En cumplimento del Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad César Vallejo 
presento ante ustedes la Tesis titulada “Propuesta para otorgar facultades a los  juzgados de 
familia para resolver en delitos de omisión a la asistencia familiar Lima-Norte 2019” la 
misma que someto a vuestra consideración y espero que cumpla con los requisitos de 
aprobación para obtener el Título Profesional de Abogado. 
Esperando que el contenido del trabajo atienda las expectativas puestas en toda la 
estructura y acciones ejecutadas en el presente estudio de carácter jurídico, científico, 
humanístico y social; buscará determinarlas implicancias jurídicas y de cual es “Propuesta 
para otorgar facultades a juzgados de familia para resolver en  delitos de omisión de  
asistencia familiar Lima-norte 2019” 
en el marco del debido proceso, la celeridad procesal, la economía procesal y el plazo 
razonable en beneficio del estado y de los justiciables 
Por consiguiente, el estudio, planteó el problema de Investigación, haciendo referencia a la 
justificación del estudio, relevancia, contribución y objetivos tanto general como 
específicos. En el capítulo II, se realizó la metodología, el tipo de estudio y diseño e 
invesigacion, escenario de estudio y caracterización de sujetos (participantes), técnicas e 
instrumentos de recolección de datos,  procedimiento, método como las técnicas e 
instrumentos de recolección de datos, para luego analizarlos e interpretarlos 
cualitativamente. 
Finalmente, en el capítulo III, se describen los resultados, como también en el capítulo IV 
la discusión, V conclusiones, VI recomendaciones, VII propuestas y la bibliografía referida 
a los temas que fueron base para el presente trabajo de investigación, para cerrar con los 
anexos. 
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La presente investigación tiene por objetivo determinar cuáles son los  beneficios 
para el alimentista y para el estado que se otorguen facultades a los  juzgados de familia 
para puedan resolver en delitos de omisión a la asistencia familiar, ya que fueron estos 
juzgados civiles los que iniciaron el proceso judicial por  pensión de alimentos y en un solo 
proceso continuado se lograría resolver en los casos de  incumplimiento alimenticio. 
Como se aprecia el delito que genera la mayor carga procesal en los juzgados penales 
es el de incumplimiento a la asistencia  de alimentos y es sin tomar en cuenta el tiempo que 
transcurre para que las copias certificadas pasen al ministerio público y todo este retraso 
vulnera el derecho de los alimentistas. El tipo de investigación fue básica, nivel 
descriptivo, de  enfoque cualitativo diseño fenomenológico hermenéutico,  muestreo es 
tipo no probabilístico se entrevistó a jueces penales, jueces civiles fiscales y especialistas 
de las diferentes áreas del poder judicial de Lima-Norte, La técnica empleada fue 
entrevistas  a Través de guías de entrevistas debidamente validadas a través de juicio de 
expertos.  
Se llegaron a las siguientes conclusiones, que es conveniente crear reformas para 
unificar los  procesos civiles  por asistencia de alimentos y el proceso penal por el delito 
negarse a la asistencia de alimentos, otorgándoles a los juzgados civiles facultades 
coercitivas en materia penal  para que puedan ejecutar de manera  inmediata las sentencias 
por el delito de  omisión a la asistencia familiar, bajo el apercibimiento de recluirlos en el 
instituto nacional de penitencia.  
Con esto se lograría disminuir la carga procesal, celeridad procesal, actuar dentro de 
los plazos razonables, económica procesal y ahorro económico del demandante  y brindar 
una oportuna tutela judicial efectiva en favor del alimentistas. 
Palabras claves:  










The purpose of this investigation is to determine what are the benefits for the foodstuff and 
for the state that powers are granted to the family courts to be able to resolve family 
assistance in crimes of omission, since it was these civil courts that initiated the process 
judicial by food pension and in a single continuous process it would be possible to solve in 
the cases of noncompliance. 
As we can see, the crime that generates the greatest procedural burden in criminal courts is 
that of non-compliance with food assistance and it is without taking into account the time 
that passes for certified copies to go to the public prosecutor's office and all this delay 
violates the right of the foodists. The type of research was basic, descriptive level, 
qualitative approach phenomenological design, sampling is non-probabilistic type, The 
technique used was interviews through interview guides duly validated through expert 
judgment. 
The following conclusions were reached, that it is convenient to create reforms to unify 
civil proceedings for food assistance and the criminal process for the crime to refuse food 
assistance, giving civil courts coercive powers in criminal matters so that they can execute 
immediate sentences for the crime of omission to family assistance, under the warning of 
imprisonment in the national penitentiary institute. 
This would reduce the procedural burden, procedural speed, act within reasonable time, 
and economic procedural and economic savings of the plaintiff and provide timely 
effective judicial protection in favor of the foodstuffs. 
 
Keywords: 







Este es uno de los problemas más álgidos por el tiempo que toma para poder hacer 
efectivo el cobro por concepto de alimentos, atentado contra el interés superior del niño y 
del adolecente, porque el demandado  se niega a cumplir con el deber económico  
necesario  para el  sustento de alguno de los integrantes de la familia, todos los esfuerzos 
realizados por el estado  se tornan vanos, ya que el incumplimiento de esta obligación en la 
sociedad peruana se ha tornado cada vez más como un hecho muy común. Para Salinas 
(2008) El bien jurídico protegido en este supuesto es la vida, el cuerpo y la salud de los 
individuos desde su nacimiento hasta su deceso, dicho en otras palabras protege la vida. 
Como se puede observar la omisión a la asistencia familiar, es un delito doloso por que 
tiene el demandado tiene el conocimiento y la intención para no cumplir con lo dispuesto 
por el juez, atentando contra el bien jurídico protegido de toda familia que es la vida. 
Aunque algunos autores no están de acuerdo con este concepto por que señalan que 
no se vulnera el derecho de toda la familia y que solo se vulnera el derecho de un miembro 
de la familia en particular. A este respecto Kierszenbaum (2009) Afirma que: el bien 
jurídico es difícil de conceptuar en materia penal pero que podría ser desarrollado como un 
interés vital para el crecimiento de los sujetos integrantes de una determinada sociedad. 
Para el presente trabajo no se han encontrado antecedentes de investigación en los 
cuáles pueda valerme como referencias, es decir no existen trabajos que aborden este tema 
en específico,  pero se han hallado trabajos que  de manera separadas tratan las variables de  
estudio del delito omisión a la asistencia familiar, al respecto Rosas, (2018) Declara que: el 
ilícito penal se configura cuando el demandado  omite el cumplimiento de la obligación de 
asistir con una pensión de alimentos ordenada por sentencia judicial, vale señalar que solo 
basta con no cumplir con la obligación dispuesta para que se enmarque en el tipo penal, 
por incumplimiento de los deberes asistenciales al alimentista. En la misma línea Hilares, 
(2017) explica que: Este delito por negase a proveer alimentos,  tiene relación con la 
familia porque agrede de manera directa a todo el núcleo de la familia desprotegiendo y 
desamparando a los alimentistas en lo que concierne a las necesidades básicas para su 
subsistencia.  
El delito de omisión a la asistencia familiar es delito un doloso porque vulnera el 
bien jurídico protegido por el estado que es la familia,  que desencadena una serie de actos 
y hechos como la de violentar de los derechos fundamentales de la persona,  que se 





asistir con una pensión de alimentos a los miembros de la familia. Es considerado  un 
problema de salud pública, porque agrede la salud física, psicológica y sobretodo 
económico del entorno familiar, De igual manera Santa Cruz (2017) Dice que: el delito por 
incumplimiento a la asistencia alimenticia, es un problema con el que tienen que luchar los 
alimentistas  y  adicionalmente sufrir el retraso en los plazos establecidos  atentando contra 
la celeridad procesal por la excesiva carga procesal,  retrasando su objetivo que es el cobro 
de los devengados. 
Es por este incumplimiento que se propone que sean los mismos juzgados civiles 
los que continúen con estos procesos penales y puedan emitir las resoluciones pertinentes 
que pueden llegar hasta la privación en los casos de negativa de cumplimiento por parte del 
omisor. En esta misma línea Cornetero (2018) manifiesta que: la inasistencia familiar es 
uno de los problemas más álgidos que aquejan al entorno familiar ya sea por vínculo 
consanguíneo o relacionado a él, y que por lo tanto es de interés para el estado en busca de 
brindar protección a este núcleo familiar.   
Esta sería una propuesta legislativa de gran significación para la familia ya que 
llevaría en un solo proceso continuado y se obviarían una serie de etapas como la de 
remitir las copia certificadas de los devengados al Ministerio Publico en esta etapa se 
ahorrarían un tiempo de 24 meses aproximadamente.  
Como se puede apreciar el estado brinda tutela judicial al alimentista  a través de 
una sentencia judicial confirmada y consentida, pero el problema resulta cuando el 
demandado no tiene la voluntad de cumplir con la sentencia judicial quedando nuevamente 
el alimentista en un desamparo total. En esta misma línea Espinoza (2017) Indica que: este 
es un delito que involucra a todos los niveles sociales en nuestro país, pero se da con 
mayor frecuencia en las familiar de menor poder económico. Ante esta problemática la 
propuesta seria que el estado debería crear reformas para plantear que se le otorgue 
facultades a los juzgados civiles que iniciaron los procesos de alimentos para que resuelvan 
en materia penal en los casos de los padres de manera dolosa se niegan a asistir con 
alimentos a los miembros de su entorno familiar que se encuentran bajo su tutela. 
Todo esto nos ayudara a comprender la problemática social que sufren los 
alimentistas en nuestro país por este incumplimientos y como subsecuentemente por esta 
causa se desencadena en el entorno familiar la violencia familiar y la violencia económica. 
Además de vulnerar los derechos fundamentales, el interés superior del niño, los plazos 





Chanamé  (2017) menciona que: De acuerdo con los resultados de su investigación llego a 
la conclusión que los padres o cuidadores tienen muy poco conocimiento de lo que 
significa violencia familiar y mucho menos de los diversos tipo de violencia que existen, 
pero señala que si conocen el significado de la violencia física y de la violencia por dejar 
de hacer o abandono. 
Es importante conocer qué Para que se dé el delito de incumplimiento de asistencia 
de alimentos, debe existir previamente un proceso civil, que se activa de manera inmediata 
cuando el juez emite la resolución de  admisión de la  demanda  de alimentos,  el estado 
mediante los órganos jurisdicciones trata de brindar tutela jurisdiccional efectiva al 
alimentista disponiendo una pensión alimenticia provisional y anticipada. Al respecto 
Huitz (2016) Señala que; el principio de tutela judicial, es el derecho de todo individuo de 
acudir a los órganos judiciales para buscar resoluciones motivadas y evitar que las partes 
procesales se hallen en estado de indefensión ante las restricciones de sus facultades a 
accionar cuando se ve vulnerados sus derechos señalados por la ley en un debido proceso.  
El negarse a asistir al alimentista pese a existir una sentencia judicial es considerada 
un tipo de violencia familiar, porque los deja en el desamparo y expuesta al peligro, esto 
también es conocido como violencia económica. Es por ello que el alimentista al 
encontrarse en estado de necesidad recurre al estado a través de sus órganos estatales en 
busca de tutela jurídica efectiva. En esta línea Ramírez (2017) Opina que: El mecanismo 
correcto para apoyar la tutela judicial efectiva es el proceso judicial, porque a través de el 
se logra se busca lograr un arreglo pacífico para la solución de la controversia, aplicando la 
racionalidad para tomar la decisión correcta al momento de aplicar las normas establecidas.  
Es a causa de este incumplimiento que el alimentista se ve en la obligación de 
recurrir por segunda vez en busca de tutela al juez primigenio a solicita la liquidación de 
devengados, en la que el juez ordenará se cumpla el pago de esta liquidación en un plazo 
de tres días, en la que el demandado nuevamente incumplirá esta orden haciendo caso 
omiso y afectando por tercera vez el derecho del alimentista. De igual manera Castillo y 
Giraldo (2016) dice que; tutela judicial Es el derecho que tiene todo individuo de acudir a 
la justicia en busca de protección.  
El valor del este trabajo, radica en que se lograría reducir la carga procesal en los 
diferentes juzgados penales a nivel nacional, los casos serán más céleres es decir  celeridad 





penal. Además de la obtención de beneficios económicos mediante la economía procesal 
para el estado y sobre todo para los justiciables, y contribuiría a la paz social. 
Para los antecedentes de esta investigación nos apoyamos en los estudios realizados 
por algunos autores en el contexto internacional y nacional lo cual se ira describiendo 
durante el desarrollo de este trabajo. Es así que en los antecedentes internacionales 
presentaremos algunos autores como Huitz (2016) Define el plazo razonable como el 
derecho personalísimo que tiene todo individuo para que su caso sea visto dentro de un 
tiempo justo dentro de un proceso judicial y ser solucionado por el juez competente. En la 
otra línea Zavala citado por Kinchuela (2016) refiere que: La tutela judicial efectiva es el 
derecho fundamental de defensa o protección todo individuo, ya sea que esta tenga 
capacidad o no contra la intervención de cualquier persona ajena al entorno 
primordialmente el poder público, en su ámbito jurídico. Por lo tanto es un derecho 
fundamental exigir tutela judicial para que sus derechos no sean amenazados ni 
vulnerados.  
De igual manera, Taylor, Carswell , Haldane , Taylor , (2010) Refieren que: El 
Centro de Información de Violencia Doméstica y Familiar de Australia,  realizo prácticas 
de  endurecimiento para los familiares agresores con una intervención y capacitación 
temprana para estos (es decir, antes de la condena);  mediante una reforma legislativa para 
habilitar órdenes de protección emitidas por la policía; sanciones contra el incumplimiento 
de órdenes judiciales; el intercambio de información; y seguimiento de casos Violencia 
doméstica y familiar en Australia Clearinghouse's. Para Del Puerto (2016) Los órganos 
judiciales son los responsables de brindar tutela judicial para proteger y reparar los 
derechos que han sido vulnerados, a fin de restituir la armonía que fue transgredida por las 
situaciones adversas. Al respecto Zambrano (2015) Afirma que: la Tutela Judicial de los 
derechos es considerado como el inicio para la dirección de justicia, que deben estar a 
cargo de los jueces al momento de tomar conocimiento de un conflicto a resolver. 
Ya dentro de los antecedentes nacionales, se pude observar que en la mayor parte 
de estos casos, los alimentistas no se encuentran en la capacidad económica para asumir 
los gastos que ocasionan estos procesos, inclusive no cuentan con medios económicos 
suficientes para atender su propia subsistencia y muchos menos para iniciar un proceso 
judicial.  
En esta línea Amanqui, (2017) Sostiene que: los Juzgados de familia y de paz 





pensión alimentista, en primer lugar tenemos el embargo de los bienes del omisor, y en 
segundo lugar, el apercibimiento por derivar a un proceso penal por el delito de omisión a 
la asistencia familiar, no dan garantía para la ejecución de la sentencia y el cumplimiento 
del pago, y por el contrario afecta los plazos razonables (tiempo) y la economía procesal. 
Amanqui citada por Condemayta (2017) Indica que: con las ultimas disposiciones 
del poder legislativos los procesos de alimentos son sumarísimos con la finalidad de 
otorgarles a los juzgados competentes mayor celeridad para realizar sus funciones, pero el 
problema no se encuentra en los jueces, si no en los obligados que se niegan a cumplir con 
las sentencia judiciales y en la incapacidad económica el alimentista para continuar con 
estos procesos por ser demasiado largos en el tiempo, sintiendo burlados sus derechos. Al 
respecto Palomino, (2015) manifiesta que: como alternativa de solución ante esta 
problemática que se debe de modificar la normas legales y creando reformas para unificar 
los  procesos civiles  por asistencia de alimentos y el proceso penal por el delito omisión a 
la asistencia familiar, para simplificarlos procesalmente y evitar las cargas procesales, 
cumplir con los plazos razonables, con la economía procesal y no vulnerar los derechos 
fundamentales del gran porcentaje de alimentistas que no son asistidos por sus 
progenitores. 
En este punto se coincidimos con Condemayta (2017) cuando expresa que  ante 
este inconveniente se debe otorgar de manera urgente facultades coercitivas en materia 
penal  a los juzgados civiles y de paz letrados para la ejecución inmediata de las sentencias 
por el delito de  omisión a la asistencia familiar, bajo el apercibimiento de recluirlos en el 
instituto nacional de penitenciaria.  
En la Doctrina encontrada sobre Omisión a la Asistencia Familiar hallamos  estudios 
de San Martin (2015) Enuncia que: el delito por negarse a  asistir con alimentos por orden 
judicial, se estaría configurando otro delito que es de flagrancia delictiva el cual debe ser  
aplicada en un proceso inmediato  y de aplicación obligatoria según lo establecido en el 
nuevo código procesal penal con decreto legislativo 1194, antiguamente era de utilización 
opcional por ministerio público, que en el proceso judicial con este nuevo código debe 
darse de manera oral.  
La Corte Suprema de Justicia de Arequipa (2014) Mediante: La Casación Nº 131-
2014 resolvió que: si bien es cierto en su fundamento nº 1 señala que nuestra  constitución 
política en el artículo 2 inciso 24 (c) establece que no existe prisión por deudas, pero 





por incumplir con la asistencia familiar dispuesta por orden del juez, asimismo en el 
fundamento Nº 4 aclara que su función es interpretar y aplicar esta norma constitucional, 
asimismo pone en manifiesto dos ítems muy importantes 1) Que la prisión por 
incumplimiento alimenticio es una restricción de libertad del individuo autorizada por la 
carta magna. 2)  Que este incumplimiento de pago no se considera como una limitación de 
la libertad por deudas, de igual manera la Corte Suprema de Justicia de Lambayeque su 
sentencia N° 5425-1998, sobre recurso de nulidad, resolvió que: Resolvió que: el delito se 
configura cuando el obligado de manera dolosa incumple con la orden judicial de asistir 
con alimentos a un miembro de su entorno familiar pese a existir una resolución de 
sentencia en ese sentido, configurándose además el delito de peligro porque solo basta con 
incumplir con la orden judicial aunque aún no se haya causado ningún daño. 
Tenemos legislación comparada desarrollada por el Gobierno de la Provincia de 
Córdova Argentina  (2006) Enuncio sobre la  Omisión a la pensión Alimentaria  que ante 
el constante incumplimiento fue que se creo el registro de deudores alimentarios con la Ley 
8.892, con la finalidad de que los bancos y empresas estatales y privadas colaboren con la 
recopilación de información  a fin de tomar conocimiento de la capacidad económica del 
omisor y conminarlo al cumplimiento de la obligación pecuniaria. De manera consecutiva 
vamos a citar Artículos Científicos en Español de algunos investigadores en materia penal 
sobre el delito de incumplimiento a asistir con alimentos, al respecto Miranda (2011) en el 
resumen de su artículo expresa que la pena efectiva por este delito no vulnera su derecho a 
la libertad personal, si es que esta ha sido motivada correctamente siendo razonable y 
proporcional, por lo tanto no lesiona ningún tipo de derecho.  
 Además, se encontró este  Artículo Científico en Ingles de sobre la aplicación de 
la Pena en los delitos de Omisión a la pensión Alimentaria, en las que el investigador 
Tanase (2015), con referencia a los procesos penales   menciona que; las entidades 
judiciales del estado, tienen la obligación de resolver eficientemente, con la finalidad de 
emitir una justa resolución sentencia de la causa penal, con el debido respeto  a los 
derechos de las partes que intervienen del el proceso y cumpliendo lo dispuesto por lo 
establecido en la ley.  
  En esta línea con referencia a la protección familiar, Motozawa (2019) haciendo 
una comparación con la política familiar en Japón: Señala que la familia según el código 
civil de Mejji, es un sistema en el cual a las cabezas de familia se le ha otorgado una serie 





también manifiesta que  este régimen familiar japonés implantado después de la segunda 
guerra mundial es un sistema muy rígido y que por lo tanto el desarrollo  social de las 
mujeres e integrantes de la familia son la consecuencia de este tipo de política autoritario 
por parte de padre. 
Consecuentemente, tenemos la categoría de la presente investigación, como la 
omisión a la asistencia familiar definida por Rosas, (2018) enuncia que: este ilícito penal se 
configura cuando el demandado omite el cumplimiento de la obligación de asistir con una 
pensión de alimentos ordenada por sentencia judicial, vale señalar que solo basta con no 
cumplir con la obligación dispuesta para que se enmarque en el tipo penal, por 
incumplimiento de los deberes asistenciales al alimentista. Seguidamente, tenemos las Sub 
Categorías del estudio, sobre medidas cautelares, al respecto Cortez (2017) apunta que: las 
medidas cautelares tienen una serie de particularidades son temporales por que duran solo 
mientras el proceso esté vigente se otorgan como una medida excepcional para asegurar el 
cumplimiento de la obligación, por lo tanto tienen un tratamiento especial. Otra de las 
categorías en la conciliación la que Gaitán y Forero (2016) Manifiestan que: la 
conciliación ayuda a lograr una convivencia pacífica en la sociedad, (…) en la conciliación 
los individuos en discordia con la intervención de un tercero conciliador buscan de manera 
voluntaria solución a sus conflictos. 
De acuerdo a los antecedentes históricos, después de muchos siglos, a partir del 
siglo XX, aparecen las sociedades modernas, con nuevos modelos de gobierno, con una 
estructura jurídica fundamentada en un estado de derecho desarrollados económicamente. 
En donde la familia es protegida por un sistema jurídico más organizado en cuanto a lo 
económico, social y cultural, en el Perú. 
El Congreso Constituyente de la Republica (1993) con fecha 29 de diciembre de 
este mismo año, promulga la ley Nº 27600; que en su artículo 4 establece que; La sociedad 
y el estado deben de proteger a las personas vulnerables como el niño, la madre, el 
adolecente en desamparo, partiendo de la premisa que la familia es la base primordial de la 
sociedad, es decir tutela judicial efectiva (Constitución Política del Perú). Por otra parte en 
el artículo 6 se promueve el matrimonio para la conformación de nuevas familias como una 
cedula principal del estado, promoviendo la paternidad y maternidad responsable dando 
igualdad a los hijos del matrimonio como a los hijos concebidos fuera del matrimonio, 
señalando además que es responsabilidad los progenitores asistir con la alimentación, 





El omitir la asistencia alimenticia al integrante de la familia que se encuentra en 
estado de necesidad, es considerado también un tipo de violencia familiar conocido como 
violencia económica, porque los deja en el desamparo total y expuesta al peligro, es por 
esta causa que el alimentista se encuentra en la obligación de recurrir a los órganos 
estatales en busca de tutela jurídica efectiva.  
En esta línea Ramírez (2017) expone que: El mecanismo correcto para apoyar la 
tutela judicial efectiva es el proceso judicial, porque a través de él se logra se busca lograr 
un arreglo pacífico para la solución de la controversia, aplicando la racionalidad para tomar 
la decisión correcta al momento de aplicar las normas establecidas. De igual manera 
castillo y Giraldo (2016) en referencia a la tutela judicial efectiva sostiene que: Es el 
órgano estatal a través de los jueces los encargados otorgar justicia, y es el llamado a 
proteger y brindar todas las garantías constitucionales del estado para lograr los deberes 
prestacionales, debiendo tener siempre presente al ser humano, a fin de proteger los 
derechos fundamentales de las personas. 
 Como se puede observar en este delito también se presenta también la figura de 
violencia familiar por qué lejos de proteger a las personas vulnerables que se encuentran a 
su cargo como jefe de familia los desamparan dejándolos en el abandono. Según Alcázar y 
Ocampo (2016) la violencia familiar contra la mujer, niños o niñas, es un gran problema 
Social porque no solo tiene graves consecuencia  sobre las víctimas,  sino que  afecta todo 
el entorno familiar violentando  la evolución integral de los niños y niñas deteriorando  su 
capacidad en los estudios escolares, impidiendo su desarrollo. Al respecto  Motozawa 
(2019) haciendo una comparación con la política familiar en Japón: Señala que la familia 
según el código civil de Mejji, es un sistema en el cual a las cabezas de familia se le ha 
otorgado una serie de derechos para gobernar el hogar de una manera autoritaria (…) 
también manifiesta que  este régimen familiar japonés implantado después de la segunda 
guerra mundial es un sistema muy rígido y que por lo tanto el desarrollo  social de las 
mujeres e integrantes de la familia son la consecuencia de este tipo de política autoritario 
por parte de padre. 
 La Defensoría del Pueblo (2018) manifiesta que: Pese a las diversas normas 
legislativas promulgadas por el congreso de la república, la violencia contra la mujer y los 
integrantes de la familia se siguen incrementando y la gran mayoría son a consecuencia del 
delito de  omisión de alimentos, según este informe  sus cifras son alarmantes (Informe de 





Henriette,  (2019)  Expresan que la violencia familiar y doméstica es una de las más graves 
causas  de la  destrucción de los hogares a consecuencia de la omisión a la asistencia 
alimenticia, afectando gravemente a los niños integrantes del entorno familiar, Además 
señala que con los servicios prestados por el estado y apoyos integrados ha logrado mejora 
su seguridad pero a largo plazo. También manifiestan que las mujeres y niños que fueron 
víctimas de la violencia familiar sufren una serie crisis convirtiéndose estas en familias 
vulnerables.  
 Como se puede observar la omisión a la asistencia familiar con su consecuencia 
posterior de violencia familiar no es un problema netamente del Perú, sino más bien un 
problema que ataca todos los estratos sociales a nivel internacional, es por ello que las 
personas que sienten que han sido vulnerados determinados derechos tienen la facultad de 
acceder a la justicia a través de sus órganos estatales. De igual manera Zambrano (20015) 
Manifiesta que: En el Ecuador la violencia familiar se da como consecuencia de la omisión 
a la asistencia de alimentos, es por ello que se han ratificado una serie de convenios 
internacionales en busca de proteger a los derechos humanos generando una serie de 
obligaciones en referencia al respeto, garantías y tutela constitucional.  
 Para Ferreira, (2015) el acceso a la justicia se relaciona a un conjunto de normas 
legales, un debido proceso, derecho a ser escuchado, igualdad ante la justicia, y a solicitar 
al estado nos brinde acceso a un sistema judicial imparcial para la resolución de los 
conflictos. El acceso a la justicia por parte del alimentista se inicia con la presentación de 
la demanda de alimentos al juez civil o de paz letrado, y el cual emite la resolución Nº 1 en 
la que se admite la demanda y ordena el pago de una pensión anticipada y provisional 
como medida cautelar en favor del menor. Con respecto a las medidas cautelares Cortez 
(2017) especifica que; las medidas cautelares tienen una serie de particularidades son 
temporales por que duran solo mientras el proceso esté vigente y excepcionales, porque se 
dan como una medida para asegurar el cumplimiento de la obligación, por lo tanto tienen 
un tratamiento especial. 
 En la audiencia única el juez mediante resolución de sentencia establece monto por 
concepto de pensión de alimentos definitivo la cual debe ser cumplida de manera mensual 
y permanente. Todo este proceso tomaría un tiempo excesivo, la razón de este problema se 
encuentra en que la resolución de sentencia emitida por el juez no asegura al menor que el 





 En esta misma idea Cantoral (2017)  señala que: En estudio realizado el órgano 
judicial del estado de México estima que la asistencia alimentaria es un derecho amparado 
el principio de solidaridad familiar cuya finalidad es producir mayores posibilidades para 
que el alimentista obtenga bienestar, pero de debe recalcar que la asistencia de alimentos es 
obligación de ambos padres. Como se aprecia el omisor hace caso omiso a esta orden por 
que no tiene el poder coercitivo de la ley, entonces la pregunta sería existe tutela judicial es 
efectiva; es por esta causa y en salvaguarda del alimentista que en este estudio se propone 
que se creen reformas a fin de otorgar facultades a los jueces civiles para pronunciarse en 
materia penal y sancionar a los padres que no cumplen con asistir con alimentos.  
 Esta desobediencia e incumplimiento a la orden judicial es la que ocasiona que el 
alimentista tenga que acudir por segunda vez al juez primigenio mediante otro escrito, a 
solicitar se realice el cálculo de las pensiones devengadas, este retraso en el pago genera en 
el alimentista un gran malestar por el tiempo y costos generados por este proceso 
continuando está en estado de necesidad.  Según Ferreira. (2015) Los costos de los 
procesos judiciales son  uno de los mayores escollos para los litigantes, por los excesivos 
gastos que se  generan, en el pago de los servicios de los abogados sumado a esto la 
incapacidad de los órganos estatales para asistir a las personas de menores recursos 
económicos  con apoyo judicial gratuito. Una vez obtenido estos cálculos el juez ordena al 
omisor que en un plazo de 03 días cumpla con hacer efectivo este pago bajo 
apercibimiento de remitir las copias certificadas al Ministerio Público para que el fiscal lo 
conmine a cumplir con la orden judicial de pagar la pensión de alimentos, si este no se 
presentase o se negase; el fiscal procede a presentar acusación ante el juez por el delito de 
omisión a la asistencia familiar.   
 El delito se genera por el pago tardío o falta de pago, el pago de los devengados 
posterior a la sentencia no genera la solución de este proceso, por lo tanto no lo libra de la 
pena, la conducta dolosa del demandado esta en negarse a pagar el monto total de los 
devengados, además de las costas y costos que resultasen del proceso. Roeben. (2019); 
hace una comparación con la protección con los países que conforman la unión europea 
señalando que, en los que los países integrantes tienen protección judicial, y que esta se 
encuentra garantizada a través de una estructura judicial establecidas y que ningún  país 
miembro puede escapar de esta protección es decir es un derecho irrenunciable. 
 Como se observa esta negativa por parte del obligado a asistir con una pensión de 





los alimentos son elementos materiales indispensables para la vida de un menor que no 
puede mantenerse por sí mismo. Este delito es uno de los grandes problemas en la 
actualidad, ya que no solo genera carga procesal a nivel civil y penal, sino que además no 
se cumple con los plazos establecidos atentando contra la economía procesal además de 
generar mayores gastos al alimentista y al estado. Según Ferreira. De la misma manera 
Johns, Thrall,  & Wellhausen, (2019) expresan que las demoras son muy costosas y que 
son las partes procesales las que sufren de manera directa el alto costo económico en estos 
procesos, y que son los arbitrajes o conciliaciones los  ayudarían a lograr una economía en 
dinero y en tiempo en favor de los litigantes. 
 Por otro lado el delito de omisión a asistir con alimentos se mantiene mientras el 
obligado no cumpla de manera total con el deber de asistencia y solo deja de serlo si con el 
cumplimiento total de este deber de asistencia, es por ello que se le considera como un 
delito permanente que genera también violencia familiar. El jurista Corsi (1997), nos 
revela que las diferentes formas de manifestaciones de maltrato a la mujer, que sucede 
dentro de un hogar familiar generando un daño ya sea físico, psicológico o económico 
contra un integrante de la familia.   
 Con respecto a esta ley se puede señalar que se entiende por violencia familiar o 
económica a todo acontecimiento que cause en la familia un daño sea este moral, sexual, o 
económico que atente contra la integridad física o a la libertad de los individuos 
vulnerables o en estado de necesidad como lo son los niños, adolescentes, y muy 
especialmente las mujeres. 
  A causa de esto que El Congreso de la Republica (2015). Con fecha 06 de 
noviembre en busca de proteger al entorno familiar promulgó La Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, 
que en artículo 8 inciso 3, considera la violencia económica dentro de la violencia familiar, 
a la negación de brindar medios económicos para la subsistencia necesarios para un 
desarrollo y bienestar del alimentista, así como la evasión e incumplimiento de las 
obligaciones alimentarias (La ley Nº 30364).  
 Es ante esta problemática que, se está planteando que se otorgue competencia penal a 
los jueces civiles que dieron  inicio al proceso de alimentos, para que con facultades 
otorgadas  en caso de incumplimiento continúen en los procesos penales por omisión a la 
asistencia familiar y emitan las resoluciones que correspondan que podrían privar de 





la violencia familiar podría tener un resultado muy negativo en el niño y en su familia, 
también señalan que estas interrelaciones tienen efectos contrarios entre padres e hijos. 
Ocasionando disfuncionalidad entre los integrante de la familia a consecuencia de los 
maltratos físicos y psicológicos. 
 Esta propuesta legislativa de otorgarles facultades a los juzgados de familia sería 
muy importante para la familia, porque prácticamente en un solo proceso continuado se 
podría hacer efectivo el pago de alimentos devengados por concepto de alimentos el cual 
es una obligación necesaria para la supervivencia del alimentista. Sosa (2013) Manifiesta 
que; Los alimentos es la manera importante para cumplir con las obligaciones necesarias 
para supervivencia del alimentista, útiles para preservar la vida, salud, en la actualidad se 
ha ampliado este criterio por ahora comprende también vivienda, vestimenta y atención de 
salud. 
   Como se puede apreciar, el delito de negarse a asistir con alientos a un miembro de 
la familia en estado de necesidad genera además violencia familiar adicionalmente de una 
sobrecarga laboral en perjuicio económico del Estado y del alimentista. Logrando además 
cumplir con los plazos establecidos, reduciría la carga procesal, y se conseguiría al 
celeridad procesal tan reclamada por los usuarios en general. Según Pratt y Turanovic 
(2018) La relevancia de la supervisión por parte del estado de los integrantes de la familia 
y en los niños en los casos de violencia familiar radica en que estos son efectos a un 
monitoreo constante de sus actividades y se ha observado que el agresor modifica su 
conducta de manera inmediata y esto se encuentra bien documentado en la literatura de 
psicología sobre los resultados de los comportamientos dentro del entorno familiar, 
 El Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (2016), a través de la ministra 
Marcela Huaita Alegre señala que; lo grave de estos comportamientos de violencia es que  
necesitan grandes esfuerzos por parte del estado  para lograr  y erradicarlas  por completo 
(…) también señala que para erradicarla es necesario realizar cambios a  nivel personal y 
social, para eliminar el abuso masculino  que ha dañado la mentalidad de los individuos 
especialmente en las mujeres  y otros grupos vulnerados. 
 Dentro de la conceptualización se puede decir que la violencia doméstica o familiar 
se presenta ante el maltrato doméstico se da con las agresiones físicas, psíquicas, sexuales 
y económicas de manera reiterativa en el entorno familiar, y generalmente se da por el 
padre. Para Pratt y Turanovic (2018) La relevancia de la supervisión por parte del estado 





que estos son efectos  a un monitoreo constante de sus actividades y se ha observado que el 
agresor modifica su conducta de manera inmediata y esto se encuentra bien documentado 
en la literatura de psicología sobre los resultados  de los comportamientos dentro del 
entorno familiar. 
Congreso de la Republica (2015) La Ley de Protección frente a la Violencia 
Familiar, en su artículo 2º, enuncia que se configura la violencia familiar cualquier hecho 
de omisión que ocasiones daños, amenazas o coacciones al entorno familiar ya sean estos 
físicos, psicológico sexuales o económicos que se produzcan entre integrantes del entorno 
familiar hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad (ley Nº 30364).  
Esta conducta lesiva tiene la peculiaridad de que no solo se presenta de manera 
aislada, sino que por el contrario son hecho que se dan de manera habitual, vale decir de 
manera frecuente por el agresor. Roeben (2019) hace una comparación con la protección 
con los países que conforman la unión europea señalando que en los que los países 
integrantes tienen protección judicial y que esta se encuentra garantizada a través de una 
estructura judicial establecida y que ningún país miembro puede escapar de esta protección 
es decir es un derecho irrenunciable. Choquehuanca  (2017) opina que: Calcular cual es el 
costo  de la violencia contra la mujer nos ayuda a evaluar tres aspectos como lo son 
cuantificar el efecto en varios estratos sociales, evaluar las áreas de mayor índice de 
violencia y por último la necesidad de nuevos estudios, entre estos tenemos que el negarse 
a asistir con una pensión de alimentos,  es considerado como un delito de tipo económico 
por que involucra de manera directa los alimentos y todo lo que ello conlleva. 
Por tanto haciendo un símil se puede decir que la Omisión a la Asistencia Familiar 
también es una forma de violencia familiar ya que causa un daño económico y afecta moral 
y psicológicamente a las mujeres (madres), por cuanto priva de una vida digna a los 
alimentistas, ya que la falta de dinero trae como consecuencia estrés, desesperación, 
preocupación por no poder cumplir con la necesidades básicas de alimentación para los 
hijos e hijas. Con respecto a la economía procesal Benkler  (2017) refiere que; la economía 
de la ley es una innovación que se ha asentado a través del tiempo y que debe ser de acceso 
común del litigante en un estado de derecho general. 
   Como podemos apreciar, estos juristas señalan que dentro de la Violencia Familiar 
también se considera a la violencia económica. Esta violencia económica está reflejada en 
la mayoría de los casos como resultado de la Omisión a la Asistencia Familiar, la falta de 





quedan vulnerables al no poder cubrir sus necesidades básicas y no poder trabajar, ya que 
tienen que cuidar a sus hijos menores de edad y en edad escolar. Al respecto Punina (2015) 
señala que: existe un 90 por ciento de incumplimiento en el pago de las pensiones de 
alimentos y esto vulnera el derecho de los menores ya que los alimentos se deben entregar 
de manera oportuna. 
 Esta preocupación por no tener un trabajo y no generar sus ingresos económicos 
para satisfacer sus necesidades básicas de sus hijos, causan gran daño moral y psicológico 
a todas las madres e hijos con carga familiar y por tanto se considera dentro de la violencia 
familiar. 
 Por otro lado en la convención sobre derechos del niño (2015) en su artículo 3 
párrafo uno; considera muy importante el interés superior del niño, es así que establece que 
todas las instituciones ya sean esta privadas, estatales, administrativas deben establecer 
medidas que de protección en favor de estos menores. Además señala que todos los estados 
adscritos a esta convención tienen que acondicionar su legislación a fin de cumplir 
obligatoriamente con lo dispuesto en esta convención. (Unicef, 2015) Al respecto Sosa 
(2013) Alega que: Los alimentos es la manera importante para cumplir con las 
obligaciones necesarias para supervivencia del alimentista, útiles para preservar la vida, 
salud, en la actualidad se ha ampliado este criterio por ahora comprende también vivienda, 
vestimenta y atención de salud.  
De igual manera en el Ministerio de la Mujer y Poblaciones vulnerables en la ley que 
aprueba el nuevo código de los Niños y Adolescentes en su artículo 93 establece que es la 
obligación de los padres asistir con sustento a sus vástagos, y que ante la ausencia o 
imposibilidad de estos recae la responsabilidad en el siguiente orden hermanos adultos, 
abuelos, parientes colaterales hasta tercer Grado de consanguinidad. (Ley Nº 27337). En 
esta misma línea Hernández (2015) Indica que la obligación de asistir con alimentos 
resulta del deber solidarizaría de las partes, asimismo señala que; en la doctrina 
constitucional se reconoce a los niños como sujetos de protección en todo lo que les 
favorezca, en especial con el cumplimiento de los padres a asistirlos con lo necesario para 
su supervivencia.  
El jurista Campana (2002) opina que, el delito de omisión a la asistencia familiar se 
materializa, se configura o se consuma en el momento en que el obligado alimentante o 
omisor, dolosamente omite otorgar las prestaciones asistenciales que fuera impuesta, 





cuenta que el Código Penal vigente señala con respecto a la Omisión a la Asistencia 
Familiar que la aplicación de la justicia se torna lenta y muy engorrosa por la excesiva 
carga procesal, y el limitado presupuesto económico, teniendo en cuenta, que el proceso se 
inicia con la interposición de la demanda en la vía civil, siguiendo por todo el proceso, 
hasta llegar a la vía penal, y sancionar al obligado. Como se aprecia se genera también un 
tipo de violencia económica y familiar 
El Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (1984) En el decreto legislativo Nº 
295 en su artículo 472 sobre alimentos precisa que, los padres son los principales obligados 
de asistir de manera recíproca al alimentista, pero ante la ausencia de estos la 
responsabilidad recaería en los hermanos adultos. Los abuelos, parientes colaterales de 
tercer grado de consanguinidad (código civil 1984).  De igual manera Vargas (2012) 
explica que la obligación de asistencia de alimentos no solo es deber de los padres, sino 
que ante la ausencia de estos, la obligación también recae en otro familiares ascendientes o 
descendientes y fraternales.  Al respecto Punina (2015) afirma que: existe un 90 por ciento 
de incumplimiento en el pago de las pensiones de alimentos y esto vulnera el derecho de 
los menores ya que los alimentos se deben entregar de manera oportuna. 
Las entidades internacionales así como el estado tratan de alguna manera de proteger 
el interés superior del niño, en lo que concierne a la asistencia al menor con una pensión de 
alimentos adelantada como medida cautelar, pero todos los esfuerzos realizados son vanos 
ya que el incumplimiento de asistencia familiar se ha tornado en la sociedad peruana cada 
vez más como un hecho muy común,  sumado a este el problema de que no se cumplen los 
plazos establecidos,  celeridad procesal, la excesiva carga procesal, lo hacen inejecutables. 
En la misma línea de ideas. Calamandrei  citado por Rueda  (2017) Define la medida 
cautelar como una medida de prevención ante posibles eventualidades, y que puedan recaer 
sobre los bienes o sujetos involucrados en el proceso. Las medidas cautelares son mandatos 
judiciales que se emiten para asegurar el cumplimiento del fallo definitivo.  
El proceso judicial de alimentos, se inicia cuando el juez  competente emite la 
resolución de la admisión de la demanda amparándose en el principio de inmediación.  Al 
respecto Cruz (2017) Dice que el principio de inmediación señala que el  juez  el que dirige 
en el proceso judicial  las audiencias y la valoración de los medios probatorios para formar 
convicción al momento de emitir su fallo. Estos procesos tienen varias fases y en las que 
lamentablemente no se cumplen los plazos establecidos ocasionando en el alimentista una 





manera técnica y normativa, sino  que debe adecuarse a este  contexto por tratarse de un 
conflicto social, y debe hacer sobresalir el principio del interés superior del niño.  Para 
Cortez (2017) La medida cautelar  se adopta solamente de manera temporal es decir 
mientras dure el proceso desde su inicio y su término, sin embargo por su efectividad en la 
tutela cautelar se está aplicando antes de que inicie el proceso con la finalidad de asegurar 
el pago. 
 El estado a través del juez trata de brindar tutela judicial a los alimentistas aplicando 
una medida cautelar en la que se dispone el pago una pensión anticipada y provisional por 
concepto de alimentos, la que se dará por mensualidad adelantada en favor del alimentista, 
y que el obligado deberá consignar los Boucher de depósito al juzgado para demostrar su 
cumplimiento, otra medida cautelar  para asegurar el cumplimiento  es que el descuento se 
realice por planilla y sea depositado por la empresa directamente a la cuenta bancaria del 
acreedor. Haciendo otras comparaciones Cortez (2017) anota que; las medidas prejuciales 
precautorias tienen igual naturaleza a las medidas cautelares, su única diferencia es que las 
prejudiciales son solicitadas al inicio del proceso y la medidas cautelares pueden solicitarse 
antes o durante el proceso. 
 El juez al ordenar como medida cautelar una pensión provisional y anticipada, trata 
de brindar Tutela Judicial Efectiva al alimentista, pero esta orden no tiene poder coercitivo, 
por lo que no hay forma de obligar al demandado a que cumpla económicamente con una 
pensión anticipada de alimentos dispuesta por el juez en favor del menor. Para Montoya 
(2016) La teoría de la conciliación podría definirse como un proceso amplio, y directo 
entre sujetos en conflicto que buscan la solución con la ayuda de un tercero en busca de 
una posible solución a sus diferencias. Según Acosta y Medina (2017). Manifiesta que, 
tradicionalmente se ha considerado a  la conciliación como un dispositivo útil para dar fin 
a un litigio a un proceso  en asuntos civiles, laborales, o administrativos. El juez antes de 
tomar una decisión tiene la facultad de invitar a las partes a conciliar, con la finalidad de 
llegar a un acuerdo que ponga fin a este conflicto de intereses.  
 La conciliación judicial en la normativa peruana se encuentra establecida por el 
Ministerio de justicia y derechos humanos (1993) En el decreto legislativo Nº  768 en sus 
artículos 323 al 329 que trata sobre : la oportunidad, la formalidad, los requisitos de fondo, 
los efectos, fuera del proceso, y los efectos, de la conciliación. (Código procesal civil 
peruano). Otro de los problemas que resultan del proceso judicial de alimentos se da 





procésales si desean ponerse de acuerdo en sus pretensiones y conciliar, hecho que 
generalmente no se da, primero porque existe un gran desconocimiento de las partes de lo 
que significa conciliar. 
 En el diccionario de   La Real Academia de la Lengua española (RAE) conceptúa el 
termino conciliación; como la voluntad de las partes para lograr un acuerdo conveniente. 
De igual manera Muñoz citado por Rivas (2017) Dice que los conflictos son inherentes al 
ser humano y que comprometen a dos más individuos o grupos de la sociedad, a que 
pueden recurrir al apoyo a un mediador o conciliador en busca de solucionar sus conflictos. 
Cobas y Ortega (2015) Revelan que se debe mostrar interés en los derechos de las personas 
y en los derechos humanos, con la finalidad de se logre velar por   los derechos de las 
personas, además de realizar trabajos en la modernización de la justicia.  
 Acosta y Medina (2017) Declaran que la conciliación tradicionalmente se ha 
considerado como un mecanismo de terminación de un litigio en un proceso o un diferendo 
en temas civiles, comerciales, administrativos o laborales. Cuando se hace referencia a 
delitos y sus consecuentes penas a imponer, la conciliación no solo no es percibida como 
aliada de la víctima sino que es rechazada por la sociedad. En el contexto internacional 
tenemos el Protocolo de actuación de Conciliación Judicial en materia civil (2017) La 
conciliación dentro del proceso judicial es un acto en el que participan dos o más personas 
con conflicto de intereses, donde voluntariamente podrán poner fin  a la controversia o 
relación jurídica o para crear, modificar un acuerdo favorable para las partes, evitando 
judicializarlo y brindando una solución inmediata evitando la carga procesal del poder 
judicial de Bolivia (Órgano judicial de Bolivia).  
 El Ministerio de justicia y derechos humanos, en el manual básico de conciliación 
extrajudicial (2015) definen la conciliación como un mecanismo eficaz de solución de 
conflictos, que tiene por finalidad dar mayor celeridad a los procesos judiciales reduciendo 
la carga del trabajo judicial. De igual manera Gaitán y Forero (2016) plantean que la 
conciliación ayuda a lograr una convivencia pacífica en la sociedad, (…) en la conciliación 
los individuos en discordia con la intervención de un tercero conciliador, buscan de manera 
voluntaria solución a sus conflictos. Asimismo Arboleda (2015) expresa que La 
responsabilidad del conciliador es también con la sociedad, ya que tiene una función de 
facilitadora, en busca un acercamiento y una comunicación atinada entre la partes en 





 Una vez concluido el proceso con la emisión la sentencia, nada garantiza que el 
obligado cumplirá lo ordenado por el juez, ya que esta sentencia no tiene poder coercitivo, 
y nada obliga al demandado a cumplir con el pago, por lo tanto el alimentista queda 
nuevamente en el desamparo, viéndose en la necesidad de recurrir por segunda vez al juez 
primigenio a solicitar que ordene el apercibimiento y remita las copias de los cálculos 
devengados al ministerio público para que formalice acusación. Gozaini Citado por Rioja 
(2009) Dice que en el desarrollo del proceso, el juez se permite revisar una serie de 
principios procesales como iniciativa de parte, como la  tutela jurisdiccional efectiva, 
dirección e impulso del proceso, principio de inmediación, principio de economía procesal 
y principio de celeridad procesal  y derechos fundamentales útiles para determinar el 
procedimiento. 
 Este es un requerimiento que realiza el juez para que se cumpla lo que ordeno bajo 
sanción o multa, también es una sanción disciplinaria escrita con la que el juez que el juez 
llama la atención al auxiliar o especialista para que modifique su accionar para que no se 
repita.  
 Ministerio de justicia y derechos humanos (1993) en el decreto legislativo Nº 768 en 
sus artículos en el artículo 566-A sobre apercibimiento y remisión copia certificadas al 
fiscal se encuentra plasmado en este código sustantivo; que señala que ante el 
incumplimiento del obligado y a pedido de parte se solicitara bajo apercibimiento expreso 
la remisión de las copias certificadas de la liquidación de las pensiones devengadas al 
fiscal provincial de turno (Código procesal civil peruano). En la misma línea Lascano 
(2004) Afirma que: el incumplimiento a los deberes de asistencia familiar requiere una 
acción y su incumplimiento para que se constituya la omisión. Una vez recibidas las copias 
certificadas notifica al demandado, si este se presenta el fiscal lo conmina a cumplir con la 
orden judicial del pago de una pensión de alimenticia en favor del menor, si este no se 
presentase o se negase; el fiscal procede a presentar acusación ante el juez por este delito. 
 La Omisión a la Asistencia Familiar se incorporó en el código penal como delito con 
la finalidad de que funcione como una medida coercitiva mediante el cual se protege un 
bien jurídico constitucionalmente en el Perú como lo es la familia, mediante una resolución 
de sentencia firme y consentida para los obligados, pero esto no ha funcionado de manera 
efectiva. Ezaine (2001) Anota que la omisión a la asistencia familiar se trata de delitos 





impuestos al jefe de familia tales como por ejemplo; la obligación de prestar alimentos, 
educar e instruir 
       Como se ha podido apreciar la omisión a la asistencia familiar es uno de los más duros 
problemas que afecta a nuestro sistema judicial penal, constituyéndose en un problema 
social que atenta contra los derechos de la familia, pasando a convertirse además en casos 
de violencia familiar en los que se afecta física y psicológicamente a esta, y que la 
existencia de una norma no brinda seguridad ni protección a los menores es estado de 
necesidad que fue la finalidad para la que fue establecida. Por otro lado, debemos tener en 
cuenta que el Código Penal vigente señala con respecto a este delito, que la aplicación de 
la justicia se torna lenta y muy engorrosa por la excesiva carga procesal, y el limitado 
presupuesto económico, teniendo en cuenta, que el proceso se inicia con la interposición de 
la demanda en la vía civil, siguiendo por todo el proceso, hasta llegar a la vía penal, y 
sancionar al obligado.  
 Todo lo mencionado líneas arriba se debería dar en la teoría, pero ya en la práctica la 
realidad es otra y los plazos son muchos más largos de lo esperado, siendo los únicos 
afectados los menores alimentistas. El proceso de omisión a la asistencia familiar activa el 
aparato judicial en los juzgados de paz letrados y esto se da cuando se tramita el proceso 
con la demanda de alimentos, después de una serie de resoluciones en las que se ordena el 
pago de la pensión de alimentos no cumplidos por el demandado. Se solicita que se remitan 
las copias certificadas al Ministerio Público para que sea el fiscal el que formule acusación 
penal por el delito de omisión a la asistencia familiar, para que este compromiso sea 
cumplido en favor del titular del derecho, que no es otro que el menor alimentista. Para 
Campana (2002) El delito por omitir asistencia familiar se consuma, cuando de manera 
dolosa el obligado no cumple con brindar la asistencia alimenticia, que es el medio 
necesario para sentencia judicial en la vía civil. 
Diario Oficial el Peruano  3 febrero (2018), El Dr. Duberli Rodríguez Tineo en 
entrevista realizada el ex presidente del poder judicial señala que;  que en los juzgados 
penales los delitos de más incidencia son  los de omisión  a la asistencia familiar y no 
como se cree que serían los delitos de  robo, violaciones, etc,  Asimismo el ex presidente 
del poder judicial continua diciendo que solicitara se formulen reformas para que sean los 
juzgados civiles que dictaron la resolución de sentencia por la fijación de una pensión  de 





aligerar estos casos, esto fue debatido en la ciudad de Trujillo en la reunión realizada en 
Trujillo con 35 presidentes de las 35 cortes superiores del país. 
Además indica que lo delitos por negarse a asistir con alimentos generan una 
excesiva carga procesal, e incumplimiento de los plazos establecidos, vulnerando la 
economía procesal tanto del poder judicial como del justiciable. Considera además que  los 
temas de pensión de alimentos se generan dos procesos, primero; cuando por orden judicial 
se fija una asignación económica por alimentos en beneficio del menor y segundo cuando 
acude a la vía penal a solicitar el cumplimiento, como se ve estos procesos procedimientos 
demoran varios meses.   Ya a manera de comentario; se observa que esta es una propuesta 
legislativa muy importante para la familia, porque prácticamente en un solo proceso 
continuado para hacer efectivo el pago de alimentos devengados con posteriores 
resoluciones. 
En la Formulación del problema de investigación para el planteamiento del 
problema en este estudio se realiza la siguiente formulación un problema general ¿Cuál es 
la Propuesta para otorgar facultades a juzgados de familia para resolver en delitos de 
omisión de asistencia familiar Lima-Norte 2019? al respecto Chacón (2012) indica que; un 
Problema de investigación, se comprende como un vacío en la comprensión del 
investigador, que lo impulsa a hallar soluciones a determinadas causas, empleando una 
serie de técnicas, métodos, en la misma línea Carrasco (2007) señala que; de las funciones 
de investigador en reconocer y determinar cuál es el problema de investigación, también se 
plantea dos problemas específicos ¿Cuál es la relación jurídica existente entre los juzgados 
de familia y el delito de omisión a la asistencia familiar Lima-Norte 2019? y 2) ¿Cuál es la 
consecuencia jurídica para el justiciable el que se otorgue facultades a juzgados civiles 
para resolver en los delitos de omisión a la asistencia familiar Lima-Norte 2019? 
Como se sabe Los objetivos, son operaciones que realizara el investigador para 
intentar resolver las interrogantes del problema de investigación, en busca de una solución 
al problema de estudio, La población a investigar consta de tres dos jueces en materia 
penal, un juez de familia, un juez de paz letrado, dos fiscales y un asistente. 
 Estos objetivos tienen que ser específicos, claros y reales, reflejando el 
convencimiento del investigador de que puede aportar entendimiento a este objeto de 
estudio. es por ello que para  el planteamiento de este problema nuestro objetivo general 





resolver en los delitos de omisión a la asistencia familiar Lima-Norte 2019  y como 
objetivos específicos tenemos dos:  1) Determinar, cuál es la relación jurídica existente 
entre los Procesos de omisión a la asistencia familiar y los juzgados de familia Lima-Norte 
2019, y como objetivo específico: 2) Determinar cuál es la consecuencia jurídica para el 
justiciable el que se otorgue facultades a juzgados civiles para resolver en los delitos de 
omisión a la asistencia familiar Lima-Norte 2019.  
El presente trabajo de investigación tiene la finalidad primordial de determinar cuál 
sería los benéficos para el estado y los justiciables el hecho de que se otorgue facultades a 
los juzgados de familia para resolver en delitos de omisión de asistencia familiar en el 
distrito judicial Lima-Norte 2019. Córdova (2007) señala que la justificación del estudio de 
investigación determina porque y para que se realiza esta investigación, y de que es lo que 
se desea determinar y cuál es el objetivo de este estudio. 
La importancia de este trabajo, radica en que se lograría reducir la carga procesal en 
los diferentes juzgados penales a nivel nacional  haciéndola más efectiva y eficaz  logrando 
celeridad procesal, economía procesal y cumplir con los plazos razonables en beneficio del 
estado,  de los accionantes  y contribuiría a la paz social. Para Behar (2008) La 
justificación debe contener argumentos importantes que fundamenten la investigación que 
se está realizando dando mayor relevancia a los argumentos de tipo técnico y 
principalmente social, respondiendo porque y para que realizamos este estudio o 
investigación. 
Supuestos a en los  planteados van a determinar el diseño de estudio, respondiendo 
tentativamente al problema general, del estudio a efectuar. Tenemos Como supuesto 
general: Existen Propuestas para otorgar facultades a juzgados de familia para resolver en 
delitos de omisión de asistencia familiar Lima-Norte 2019;  Los supuestos, son tentativas 
de solución a las interrogantes de estudio, con ella intentamos encontrar las probables que 
se quiere demostrar, son soluciones provisionales a nuestros cuestionamientos de estudio   
(Hernández, 2014).  
También tenemos dos supuestos específicos 1) La existencia de una relación jurídica 
existente entre los juzgados de familia y el delito de omisión a la asistencia familiar Lima-
Norte 2019. Como segundo problema específico tenemos: La existencia de una 





para resolver en los delitos de omisión a la asistencia familiar Lima-Norte 2019. Para 
Ramírez (2010), Los supuestos son probables soluciones para los problemas de estudio.   
II.- MÉTODO 
El método utilizado para este estudio es cualitativo, por que estudia los hechos tal 
como se dan presentan en su hábitat natural, para posteriormente interpretar los fenómenos 
que su observaron  con la participación de la personas que participaron en los sucesos. Se 
utilizara instrumentos como encuestas entrevistadas para recabar información que 
posteriormente serán útiles para describir hechos rutinarios observados. Para Valderrama 
(2007), los métodos son una serie de pasos establecidos que nos señalan reglas de 
procedimiento, que debemos seguir para llegar a un resultado no importando que es el 
investigador de este estudio. 
Por lo tanto esta investigación tiene un enfoque y metodología cualitativa, nivel 
descriptivo, este es un método de investigación empleado en la ciencias sociales, 
amparándose en los principios teóricos como la fenomenología hermenéutica, y el contacto 
directo con los investigados utilizando los métodos de recolección de datos de corte 
cualitativo, con la finalidad de analizar y describir las relaciones sociales, para su posterior 
interpretación.  
Diseño Fenomenológico, con este método se intenta comprender en ese instante en 
ámbito del hombre, por medio de una visión empleando la intuición obteniendo datos 
originales e inmediatos. 
2.1. Tipo de estudio de investigación. 
Cabe indicar, que esta investigación se inicia con un marco teórico útil para describir 
a una población preestablecida y con determinadas características, esto es debido al 
enfoque cualitativo y su nivel descriptivo. Mackey (2005) señala que el diseño del estudio 
es la táctica empleada para responder a los cuestionamientos del trabajo de investigación y 
a los objetivos propuestos, también señala que el diseño es el planteamiento que asegura la 
calidad del trabajo de investigación. 
 Esta investigación tiene un enfoque cualitativo y metodología cualitativa, este es un 
método de investigación empleado en la ciencia social, amparándose en los principios 





utilizando los métodos de recolección de datos de corte cualitativo, con la finalidad de 
analizar y describir las relaciones sociales, para su posterior interpretación. Gibbs (2012) 
Explica que; el enfoque cualitativo  efectúa la recolección de los datos sin emplear 
mediciones numéricas, es decir no se realizan estadísticas. 
 
 El enfoque del estudio señala una correlación con algún tipo de fenómeno y de cómo 
se estudian esos hábitos cotidianos, con la fenomenología se estudia a los fenómenos o 
sucesos tal como se presentan en la realidad., con este método fenomenológico se intenta 
comprender en ese instante en ámbito del hombre por medio de una visión empleando la 
intuición para obteniendo datos originales e inmediatos. Blasco y Pérez (2007) sostienen 
que la investigación cualitativa analiza los sucesos acontecidos en su realidad, es decir  tal 
como se presentan los fenómenos, se apoya en los instrumentos para recabar datos 
(entrevistas, la percepción, las imágenes captadas en el momento). 
 
  Es básica, pura o fundamental; se le conoce así porque su interés no es económico, 
sino más bien se realiza por curiosidad del investigador, solo por amor a la ciencia, son de 
tres tipos: Exploratorio, Descriptivo, Explicativo.  Para Hernández, Fernández y Baptista 
(2010). La investigación básica también llamada pura, teórica y fundamental, su 
característica es que se nace de un marco teórico y se mantiene en él. Proponiendo nuevas 
teorías o transformar las que ya existen, además de aumentar el entendimiento científico y 
filosófico sin realizar ningún tipo de contraste Practico. 
  
 Nivel de investigación es descriptivo; su objetivo primordial es reunir informaciones 
sobre particularidades, propiedades, aspectos, de los sujetos, entidades en el desarrollo de 
los hechos sociales, basadas en la información recabada de la realidad, enriqueciendo así el 
conocimiento científico.  Para gay (1996) La  esta investigación básica descriptiva se inicia 
con la recolección de datos útiles para demostrar las hipótesis o contestar los 
cuestionamientos referentes a una situación específica de los individuos objeto de estudio. 
Con el estudio descriptivo se diagnostica las maneras de ser de los objetos en estudio. En la 
misma línea SCHEM - UNJFSC (2011) El nivel descriptivo, busca explicar cuál es el objeto de 
la investigación, y nos ayuda a establecer parámetros y detallar cuál es el propósito a 
buscar en la población a estudiar, iniciando con una muestra. Por ejemplo “Propuesta para 
otorgar faculta a juzgados de familia para resolver en delitos de omisión de asistencia 





2.2. Escenario de estudio.  
 
  La presente investigación tiene como el escenario el distrito judicial Lima-Norte 
2019, ubicado en el distrito de San Martin de Porres departamento de Lima y en la cual se 
busca determinar la problemática y las cuales podrían ser la probables soluciones, para ello 
accedimos a información obtenida de una población en la cual participaron jueces penales, 
jueces civiles, fiscales, asistentes judiciales.  
 
 









                                                      
Elaboración propia 

























En este estudio el investigador es el sujeto activo, que valiéndose de las entrevistas 
realizadas a jueces, fiscales, abogados litigantes, recopila información que será analizada 
con la finalidad de encontrar respuestas a nuestro problema de investigación. 
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2.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos. 
a) Técnicas  
Arias (1999) refiere que las técnicas para recoger datos son las maneras empleadas 
para recoger información. 
 Entrevista: 
  Es una técnica para recolectar información, la cual se consigue por medio de la 
interacción oral entre el investigador  que hace a su viene a ser el entrevistado es decir el 
que responde a las interrogantes o preguntas realizadas, obteniendo información útil para 
los objetivos específicos y estas pueden ser estructuradas, poco estructuradas y nada 
estructurada. 
Bueno (2003) La entrevista establece el tipo de investigación a realizarse a los 
sujetos empleando una técnica en la que se relaciona el investigador y el entrevistado  de 
tal manera que se pueda estudiar al individuo de manera individual o como integrante de 
un grupo tomados de la  muestra de la población de estudio. 
 
 Análisis de fuente documental: 
 Con esta técnica se logró analizar los recursos teóricos de la omisión a la asistencia 
familiar y los jugados civiles, Revisando fuentes obtenidas en bibliotecas virtuales, revistas 
científicas, Internet y otros medios validados para este fin. 
Behar (2008). La investigación documental, se desarrolla en base a fuentes de tipo 
documental utilizando documentos de cualquier tipo como la consulta de Bibliográfica 
(libros), Artículos (hemerografica) y expedientes, cartas, oficios (documentos de archivo).  
 
b) Instrumentos de recolección de datos 
Según Behar (2008) la recolección de datos describe una gran variedad de técnicas y 
herramientas que son empleadas por el investigador cuando analiza los procedimientos de 
para evaluar la información obtenida mediante las entrevistas, encuestas la observación etc.  
 Guía de preguntas de entrevista:  
Este instrumento está conformado por preguntas abiertas para que el entrevistado 
pueda desarrollar con coherencia y de manera libre su respuesta y de esta manera en 






Para Tamayo (2007) la entrevista es una conversación entre el investigador y el 
entrevistado, su finalidad es recabar información que será útil para la investigación. 
 
 Ficha de análisis de fuente documental:  
Son instrumentos muy provechosos para todo estudio de investigación, y de mucha 
utilidad para el investigador, que le permite registrar, anotar y reunir información o datos 
de manera organizada, con este instrumento se puede examinar la doctrina, revistas, 
artículos científicos sobre el tema en estudio. 
 
 Ficha de análisis de normas:  
Este instrumento posibilita la investigación, la comparación e interpretación en forma 
conjunta de las leyes que norman el tema de estudio, utilizando un cuadro  esquematizado 
de entrada doble en la primera se establece la norma y en la otra entrada se hace la 
comparación, crítica y las conclusiones a las que se llega. 
 
 Ficha de análisis de Marco Jurisprudencial:  
Este instrumento es utilidad para la elaboración de cuadros en los que se  analizará  
sentencias judiciales, fundamentos del  tribunal constitucional en los que hayan tratado 
casos parecidos a la investigación en estudio, realizado posteriormente una crítica a las 
resoluciones  preparando o terminando con una  crítica del investigador. 
 
 Rigor científico 
 Soler (2012) describe al rigor científico como un método de análisis que, trabajado 
con los datos obtenidos producto de la recolección, se logra una serie de teorías útiles para 
encontrar las respuestas al problema de investigación.  
 La presente investigación titulada: “Propuesta para otorgar faculta a juzgados de 
familia para resolver en delitos de omisión de asistencia familiar Lima-norte 2019”, está 
fundamentada en la credibilidad, Transparencia y la auditabilidad, con un contenido 
teórico y práctico, con el apoyo de referencias vigentes y respetando los derechos de autor 
al momento de citarlos. 
Para esta investigación se ha tomado en cuenta en el rigor científico tres aspectos 
muy relevantes a). Credibilidad; la cual está basada en la confianza corroborando la 
veracidad de los hallazgos encontrados en la investigación. Por otro lado se tiene que 





participan en el problema de estudio. b). Transparencia;  por qué se debe entregar  al lector 
una información que le ayude a comprender  la realidad problemática para que este pueda 
hacer las comparaciones y pueda procesar los resultados. c). Auditabilidad;  Porque el 
presente trabajo de investigación puede ser objeto de la revisiones y verificaciones de 
manera libre para comprobar su autenticidad, originalidad, los cuales deben concurrir en 
línea paralela entre los objetivos y los supuestos para luego ser justificados. 
  En el resultado de este trabajo no hubo ningún tipo de influencia ni 
direccionamiento en los entrevistados para que brinden sus respuestas, con la única 
intención de que esta investigación sea confiable, veraz y relevante. 








                      Elaboración propia 
Los datos son la información  recopilada por el investigador de los hechos o fenómenos 
ocurridos durante el desarrollo de la investigación y son de carácter informativo para el 
logro de los objetivos, estos datos pueden ser toma fotográfica, nota en el lugar, audio, 
videos. 
2.6. Método de análisis de información. 
Para este estudio echaremos mano de toda la información descriptiva recopilada 
mediante entrevistas presenciales a los jueces penales, jueces civiles, fiscales y asistentes 
legales, para analizar cada una de las variables de estudio apoyándonos en la recopilación 
de la información luego la selección de la información que nos será útil, además de 
apoyarnos en las tablas y gráficos de creación propia. 
 
Elección de los datos 
útiles para la 
investigación 
Disposición y 
verificación de los 
datos 
Recopilación 
de los  
datos 
Análisis del 






2.7. Aspectos éticos 
Este trabajo de investigación se realizó con el debido respeto a las normas establecidas 
para este efecto como son; las reglas de ética, de moral y social, contando también con el 
permiso de las personas que participaron en esta investigación, a las que se les informó que 
es lo que se desea lograr con este estudio y a quienes está dirigido, explicándoles que el 
fruto de  esta investigación  servirán de referencia científica a los estudiosos del derecho. 




























Análisis de entrevistas 
Pregunta N° 1 ¿considera Ud. que la demanda de alimentos es valorada correctamente por el 
juez al momento de emitir su resolución de sentencia? ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria permanente, 
Adición juez liquidador corte superior 
de justicia Lima Norte 
Si, considera que las demandas 
tramitadas en vía civil son 
valoradas conforme a su naturaleza 





Al respecto de esta 
pregunta la mayoría 
de  los servidores 
Judiciales afirman 
aunque existan 
algunos vacíos en las 
normas,  las 
demandas de 
alimentos 
presentadas por los 
alimentistas sin son 
valoradas con criterio 
de  equidad y que los 
jueces no están 
obligados a indagar 
sobre las condiciones 
del obligado.  
 
Javier Donato Ventura López     
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
Si, El juez competente tiene las 
herramientas normativas para 
evaluar los medios de prueba 
presentados al proceso. 
Adolfo Gustavo Arribasplata Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Si, un juez probo califica 
debidamente una demanda y la 
evalúa con criterio de equidad para 
las partes. 
Janideth Cárdenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz letrado 
de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera fiscalía 
Provincial civil y Familia Distrito Fiscal 
Lima Norte. 
No, la actividad probatoria 
realizada por el juez es mínima, lo 
cual impide un pronunciamiento 
acorde a la realidad    
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), Primera 
Fiscalía Provincial Civil y Familia, 
Distrito Fiscal Lima Norte 
No todos los jueces valoran de 
manera adecuada los medios 
probatorios, dejando vacíos en su 
fundamentación 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia de 
San Martin de Porres. Corte Superior de 
Justicia Lima Norte 
Si, porque lo jueces no están 
obligados a indagar sobre las 
condiciones del obligado. 
 
Análisis de Interpretación 
       Los entrevistados reconocen que existen una serie de vacíos en las normas pero que son la partes 
la obligadas a presentar al proceso los medios probatorios pertinentes  para demostrar sus dichos, y que 
son valoradas con criterio de equidad de  acuerdo a las normas establecidas y que así lo facultan, 







Análisis de entrevistas 
Pregunta N° 2 ¿Cree Ud. que se deben de realizar diligencias previas para verificar la 
capacidad económica del obligado, a fin de otorgar una pensión justa al momento de emitir la 
resolución de sentencia? ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la entrevista 
 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria 
permanente, Adición juez 
liquidador corte superior de 
justicia Lima Norte 
No, porque eso corresponde al 
demandante y lo que busca el juez 
es la celeridad en favor de otorgar 






Al respecto de esta pregunta 
se puede concluir que los 
jueces deberían realizar 
diligencias para poder 
asignar una pensión de 
alimentos  más acorde con la 
capacidad real del 
demandado  porque las 
declaraciones juradas 
presentadas por el 
demandado no reflejan 
realidad, perjudicando al 
menor  
Especialmente en los casos 
que el obligado no tiene un 
trabajo formal, esto 
permitiría al juez fijar monto 
razonable. 
 
Javier Donato Ventura López        
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte 
superior de justicia Lima-Norte 
No, porque las normas establecen 
un periodo de ofrecimiento y 
actuación de las pruebas debería 
evaluarse si estos plazos son 
adecuados. 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Si, debe exigirse al demandante 
un documento idóneo para poder 
valorar la capacidad económica 
del obligado. 
Janideth Cárdenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz 
letrado de Condevilla  Lima  
Norte 
 
Amanda Violeta Rodríguez 
Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
Si completamente, porque las 
declaraciones juradas presentadas 
por el demandado no reflejan 
realidad perjudicando al menor. 
Juan Carlos Ventosilla 
Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), 
Primera Fiscalía Provincial Civil 
y Familia, Distrito Fiscal Lima 
Norte 
Si, deben realizar especialmente si 
la demandante afirma que el 
obligado tiene varios empleos y 
no basta una simple declaración 
jurada. 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de 
Familia de San Martin de Porres. 
Corte Superior de Justicia Lima 
Norte 
Si, especialmente en los casos que 
el obligado no tiene un trabajo 
formal, esto permitiría al juez fijar 
monto razonable 
 
Análisis de Interpretación 
      Consideramos que la actividad probatoria de los jueces es mínima por lo tanto debería realizar 
diligencias previa como consultar a la superintendencia de la banca y seguro si en demandado posee 
cuentas bancarias y de ser así ordenar que esta entidades  bancarias remitas los reportes de los 






Pregunta N° 3  ¿Considera Ud. que al realizase el proceso de alimentos en una sola audiencia 
única, se estaría tutelando correctamente los derechos del alimentista?  ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria 
permanente, Adición juez liquidador 
corte superior de justicia Lima Norte 
 
Si, por que la concentración de 
actos procesales ayudaría a acortar 







Con respecto a que si 
debe realizarse el proceso 
por alimentos en una sola 
audiencia responde que si, 
porque debe tenerse en 
cuenta el principio de 
celeridad procesal y la 
tutela judicial efectiva en   
 beneficio del menor  
tutelando el  derecho del 
alimentista,  
 evitando así  ocasionar 
cualquier la  violencia 






Javier Donato Ventura López    
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
Sí, porque en estos procesos se 
encuentran todos los actores y el 
juez puede examinar directamente 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Sí, porque estos procesos tienen 
que ser céleres, y esto redunda en 
beneficio del alimentista. 
Janideth Cárdenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz 
letrado de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
Sí, porque debe tenerse en cuenta 
el principio de celeridad procesal y 
el beneficio del menor  alimentista  
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), 
Primera Fiscalía Provincial Civil y 
Familia, Distrito Fiscal Lima Norte 
Sí,  porque lo que se busca es la 
tutela judicial efectiva, con ayuda 
de los elementos probatorios 
presentado por las partes 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia 
de San Martin de Porres. Corte 
Superior de Justicia Lima Norte 
No, porque existen medios 
probatorios que requieren de una 
actuación probatoria especial y una 
sola audiencia perjudicaría a los 
alimentistas  
 
Análisis de Interpretación 
      Si bien es cierto considerando el  bienestar superior del niño si se debería realizar el proceso 
de alimentos en una sola audiencia, pero en tutela de sus derechos y de que estos no sean 
burlados por el obligado, con anterioridad deberían realizarse diligencias previas ante 
superintendencia de la banca y seguros y solicitar los reportes de los movimientos bancarios realizados 










Pregunta N° 4 ¿Considera Ud. que el cálculo de los devengados realizado por el especialista, se 
encuentra dentro de los plazos razonables en favor del demandante? ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria 
permanente, Adición juez liquidador 
corte superior de justicia Lima Norte 
 
No, porque hay una excesiva carga 
procesal, lo cual hace imposibles 
que los especialistas puedan 





coinciden al indicar que 
si bien es cierto no 
existen plazos 
establecidas dentro de 
las normas legales  para 
que los especialistas  
presenten al juez los 
cálculos de los 
devengados por 
concepto de alimentos, 
reconocen que los 
tiempos en que se 
realizan estos cálculos 
son demasiado 
excesivos bajo el 
pretexto de la carga 
procesal, por lo  que se 
debería  dar preferencia  
sobre los otros tipos de 
cálculos a los que 
provienen de proceso 
judiciales de alimentos.   
 
Javier Donato Ventura López  
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
No, pero primero se tendría que 
precisar cuáles son los plazos 
establecidos a efectos de establecer 
la razonabilidad.  
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
No, porque esto es debido a la 
excesiva carga procesal, lo cual 
hace que los plazos para los 
cálculos de los devengados se 
dilaten excesivamente. 
Janideth Cárdenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz 
letrado de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
No, ya que los constantes 
incumplimientos por parte de los 
obligados ocasionan la excesiva 
carga procesal que existen en los 
juzgados por alimentos,  
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), 
Primera Fiscalía Provincial Civil y 
Familia, Distrito Fiscal Lima Norte 
No, por la excesiva carga procesal, 
a la fecha se están remitiendo a los 
contadores y peritos, estos plazos 
deberían ser supervisados por el 
juez y la partes interesadas. 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia 
de San Martin de Porres. Corte 
Superior de Justicia Lima Norte 
Sí, pero tenemos que tener en 
cuenta la excesiva carga procesal en 
la que se encuentran los juzgados. 
 
Análisis de Interpretación 
     A este respecto se debe señalar que es cierto que no existe ninguna norma que establezca 
cuáles deberían ser los plazos para que el especialista presente al juez el cálculo de los 
devengados por concepto de alimentos, por lo tanto se debería establecer cuales serian esos 
plazos, dando preferencia sobre los otros tipos de cálculos a los que provienen de proceso 








Pregunta N° 5 ¿Sabe Ud. cuáles son las probables causas por la que el fiscal al recibir las copias 
certificadas no propondría el principio de oportunidad en los casos de omisión a la asistencia 
familiar? ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la entrevista 
 
Dr. Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria permanente, 
Adición juez liquidador corte superior 
de justicia Lima Norte 
Siempre se debe proponer el 
principio de oportunidad, esto 
ayudaría a que no se acumulen 
los procesos, con las 




Los entrevistados en 
materia civil manifiestan 
que los fiscales no deberían 
proponer el principio de 
oportunidad a los obligados 
que son reincidentes, a los 
obligados que son 
declarados rebeldes y a los 
que de manera dolosa 
renuncian a sus empleos 
para no cumplir con la 
asistencia de alimentos 
dictada por el juez en favor 
del alimentista. 
 
Pero coincidimos con lo 
que señalan los jueces 
penales en que siempre se 
debe otorgar el principio de 
oportunidad, tomando en 
cuenta que el nuevo código 
penal es garantista y que la 
ultima ratio en internar en 
un centro de reclusión  a 
los padres omisores.  
Dr. Javier Donato Ventura López 
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
Siempre se deber dar el 
principio de oportunidad, 
considerando los criterios de 
aplicación, salvo en los casos 
de reincidencia o habitualidad. 
Dr. Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
No debería proponerse este 
principio en los casos de 
habitualidad o reincidencia 
  
Dra. Janideth Cardenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz letrado 
de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Dra. Amanda Violeta Rodríguez 
Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
No se debería proponer el 
principio de oportunidad en los 
casos de rebeldía por parte del 
demandado e inaxistencia al 
proceso de alimentos.  
Dr. Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), Primera 
Fiscalía Provincial Civil y Familia, 
Distrito Fiscal Lima Norte 
No, por ser reiterativos en el 
uso de maniobras para no 
cumplir con el pago de las 
pensiones  
Dr. Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia de 
San Martin de Porres. Corte Superior 
de Justicia Lima Norte 
No, en el caso de los 
reincidentes 
 
Análisis de Interpretación 
Se discrepa con lo manifestados por lo jueces civiles cuando indican que no se debería brindar 
el principio de oportunidad, consideramos que siempre se debe ofrecer el principio de 
oportunidad a los obligados puesto que no causa ningún atraso ni perjudica al proceso judicial, 
y que por el contrario se podría lograr una terminación anticipada del proceso en caso que el 








Pregunta N° 6 ¿Considera que se debe dar principio de oportunidad  en los casos de omisión de 
asistencia familiar a los  obligados reincidentes? ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la entrevista 
 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria 
permanente, Adición juez liquidador 
corte superior de justicia Lima Norte 
Sí, porque no afecta al 
proceso en sí, y se podría 
dar la terminación 




Los entrevistados en 
materia civil dicen que  
no porque al no 
encontrarse al día en el 
pago de la pensiones 
demuestran falta de 
voluntad e interés en 
cumplir y que si antes no 
lo hicieron nada 




estamos de acuerdos con 
lo señalado 
anteriormente por los 
jueces penales en que 
siempre se debe otorgar 
el principio de 
oportunidad, porque 
porque no afecta al 
proceso en sí, y se podría 
dar la terminación 





Javier Donato Ventura López  
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte 
superior de justicia Lima-Norte 
Sí, porque podría darse el 
pago inmediato de las 
liquidaciones arribadas en 
beneficio del menor. 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
No, porque al no 
encontrarse al día en el pago 
de la pensiones demuestra el 
poco interés en cumplir. 
Janideth Cardenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz 
letrado de Condevilla  Lima  Norte 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
No, porque al negarse a 
pagar demuestra poca 
voluntad de cumplir con 
esta obligación. 
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), 
Primera Fiscalía Provincial Civil y 
Familia, Distrito Fiscal Lima Norte 
No, porque si no pagaron la 
deuda por alimentos en su 
momento mucho menos lo 
harán ahora 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia 
de San Martin de Porres. Corte 
Superior de Justicia Lima Norte 
No, porque que este 
incumplimiento se da pese a 
existir una sentencia, nada 
asegura que cumplirá ahora. 
 
Análisis de Interpretación 
      Nos mantenemos en la respuesta brindada en la pregunta anterior siempre se debe 
brindar el principio de oportunidad ya que se podría conseguir que el demandado cumpla 









Pregunta N° 7 ¿Considera Ud. Que  la omisión a la asistencia familiar genera violencia 
económica y psicológica en el hogar por la  pérdida de dinero, tiempo y por lo tanto a atentaría 
contra la celeridad procesal y la economía procesal? ¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria permanente, 
Adición juez liquidador corte superior 
de justicia Lima Norte 
Sí, porque afecta el derecho del 
alimentista, y este 
incumplimiento ocasión 







En este extremo todos los 
entrevistados están de 
acuerdo que con el hecho 
de negarse en asistir 
económicamente con  una 
pensión de alimentos en 
favor de alimentista en 
estado de necesidad, si se 
estaría generando 
violencia familiar en 
todas sus formas como 
maltrato psicológica, 
física, económica, 
atentando contra la  salud 
y la vida del alimentista al 




Javier Donato Ventura López  
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
Sí, genera violencia en el 
alimentista por dejarlo en 
desamparo y atentando contra 
su integridad física. 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Sí, porque genera desesperación 
en el alimentista al contar con 
asistencia de alimentos debido 
al incumplimiento de los padres  
Janideth Cardenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz letrado 
de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
Si, por la actitud renuente del 
demandado a cumplir con las 
obligaciones en favor de menor 
en estado de necesidad, vulnera 
el interés superior del niño. 
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), Primera 
Fiscalía Provincial Civil y Familia, 
Distrito Fiscal Lima Norte 
Sí, el menor se encuentra en 
estado de necesidad y no se está 
en condición de seguir los 
procesos por tener capacidad 
económica aunque estos sean 
gratuitos. 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia de 
San Martin de Porres. Corte Superior 
de Justicia Lima Norte 
Sí, porque al no cumplir con la 
pensión de alimentos genera 
inestabilidad económica en el 
alimentista. 
 
Análisis de Interpretación 
     El hecho de negarse  a cumplir de manera dolosa a cumplir con una orden judicial en la que 
se dispone el pago de una pensión de alimentos en favor de un miembro de su entorno familiar 
en estado de necesidad y abandono, si genera violencia familiar no solo en el alimentista si no 
en toda la familia y estaría atentando contra la vida el cuerpo y la salud de todos los miembros 








Pregunta N° 8 ¿Considera Ud.  Que al obligado al momento de ordenársele el pago por la 
omisión a la asistencia familiar se le debe  exigir adicionalmente el pago de la reparación civil?  
¿Por qué? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria permanente, 
Adición juez liquidador corte superior 
de justicia Lima Norte 
Si, por el perjuicio económico 
que genera este retraso, además 
de los gastos que le han 
generado al demandante la 






Todos los entrevistados 
coinciden totalmente en 
este extremo y indican 
que además de 
ordenársele el 
cumplimiento del pago de 
los devengados por 
concepto de alimentos 
debe ordenarse el  pago 
de una reparación civil 
como indemnización en 
favor del alimentista por 
todos los gastos 
ocasionados y los  daños 
que podrían ser 




Javier Donato Ventura López 
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
Si, según el artículo 93 y 
siguientes establece el pago de 
una reparación civil e 
indemnización por el perjuicio 
generado por este 
incumplimiento 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Sí, porque el pago de los 
devengados es el producto del 
incumplimiento y esto acarrea 
una serie de perjuicios 
económicos en el alimentista. 
.Janideth Cárdenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz letrado 
de Condevilla  Lima  Norte 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
Sí, porque el negarse a asistir 
con alimento al miembro de su 
entorno familiar ocasión una 
serie de daños que podrían ser 
irreparables. 
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), Primera 
Fiscalía Provincial Civil y Familia, 
Distrito Fiscal Lima Norte 
Si, por el hecho que el 
alimentista tiene que asistir 
constantemente a la fiscalía a 
hacer seguimiento y esto genera 
gastos  
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia de 
San Martin de Porres. Corte Superior 
de Justicia Lima Norte 
Sí, porque la reparación civil se 
da como consecuencia del delito 
de omisión generando perjuicio 
económico en el menor en 
estado de necesidad 
 
Análisis de Interpretación 
El negarse a asistir con alimentos pese a existir una sentencia judicial  a posterior  genera una 
serie de daños colaterales tanto en la salud como en lo económico, por lo tanto debe esta 
efecto a una indemnización como pago de reparación civil por el daño económico y el daño a 







Pregunta N° 9 ¿Considera Ud. que se podría otorgar facultades a los juzgados civiles para 
pronunciarse en materia penal en los casos de omisión a la asistencia familiar? ¿Porque? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria permanente, 
Adición juez liquidador corte superior 
de justicia Lima Norte 
Sí, pero tendría que proponerse 
reformas para que sea otro juez 
en la vía civil y no el mismo 
juez que emitió la sentencia 




A esta pregunta que si se 
debería otorgar facultades 
a los juzgados civiles para 
resolver en materia penal 
por negarse a asistir con 
alimentos,  
respondieron que si; pero 
respetando los  
Contextos procesales ya 
existentes y a los jueces 
de paz se le podría 
facultar para promover 
una acción penal e 
imponer penas privativas 
o suspendidas. 
 
Y  para ello dicen que 
tendrían que proponerse 
reformas para que sea otro 
juez en la vía civil y no el 
mismo juez que emitió la 
sentencia inicialmente, 
por respeto al debido 
proceso, esto permitiría 
que los procesos sean más 
céleres y se evitarían 
engorrosos trámites 
burocráticos 
Javier Donato Ventura López  
Juez Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte superior 
de justicia Lima-Norte 
Sí, respetando los contextos 
procesales ya existentes a los 
jueces de paz se le podría 
facultar para promover una 
acción penal e imponer penas 
privativas o suspendidas por 
negarse a asistir con alimentos 
 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Sí, se debería implementar 
reformas para que sean los 
mismos juzgados con facultades 
especiales  los que continúen 
con este procesos y pueda 
sancionar penalmente este 
incumplimiento 
Janideth Cardenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz letrado 
de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Amanda Violeta Rodríguez Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
Sí, pero que se remitan a los 
juzgados mixtos, porque los 
procedimientos en materia penal 
y civil son diferentes 
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), Primera 
Fiscalía Provincial Civil y Familia, 
Distrito Fiscal Lima Norte 
Sí, pero siempre y cuando se 
conviertan en juzgados mixtos 
para que puedan tener facultades 
materia penal. 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia de 
San Martin de Porres. Corte Superior 
de Justicia Lima Norte 
Si, esto permitiría que los 
procesos sean más céleres y se 
evitarían engorrosos trámites 
burocráticos  
 
Análisis de Interpretación 
Consideramos que si se podría otorgar facultades a los juzgados civiles para pronunciarse en 
materia penal en los casos de omisión a la asistencia familiar, para ello se tienen que  formular 
reformas para que sean los juzgados civiles dictaron la resolución de sentencia inicial por la 
fijación de una pensión  los que se puedan pronunciar solo en los casos de incumplimiento de 
esta manera se estaría brindando tutela jurídica efectiva y dentro de los plazos razonables en 







Pregunta N° 10 ¿Diga Ud. cuáles serían sus propuestas para otorgar facultades a los juzgados 
civiles para que puedan resolver en los casos de omisión a la asistencia familiar? 
Expertos Respuestas de Expertos Resultado de la 
entrevista 
Carlos Alberto Coral Ferreyro 
Juez titular del juzgado de la 
investigación preparatoria 
permanente, Adición juez liquidador 
corte superior de justicia Lima Norte 
Si, si bien es cierto la naturaleza del 
proceso y la aplicación de los 
principios son diferentes, 
implementando reformas se podría 
otorgar facultades y creando 






consideran que  si se 
debería otorgar 
facultades para civiles 
para que puedan 
resolver en los casos de 
omisión a la asistencia 
familiar, pero que 
deberían crear juzgados 
mixtos, para que con  la 
finalidad de respetar el 
debido proceso no sea el 
mismo juez que conoció 
del caso inicialmente el 
que se pronuncie sobre 
un tema ya decidido por 
el, esto es por respeto al 
debido proceso y tutelar 
los derechos del 
obligado. 
Javier Donato Ventura López Juez 
Titular del primer Juzgado 
Liquidador permanente corte 
superior de justicia Lima-Norte 
Si, las facultades deben ser 
otorgadas a los juzgados 
recomendando crear juzgados 
mixtos para resolver en vía penal, 
solo en los caso de inasistencia de 
alimentos. 
Adolfo Gustavo Arribasplata 
Cabanillas 
Juez de Familia Permanente corte 
superior Lima Norte 
Me remito a la respuesta anterior 
Sí, se debería implementar reformas 
para que sean los mismos juzgados 
con facultades especiales  los que 
continúen con estos procesos. 
  
Janideth Cardenas Portugal 
Juez del Primer Juzgado de Paz 
letrado de Condevilla  Lima  Norte 
 
 
Amanda Violeta Rodríguez 
Salazar 
Fiscal Provincial Titular Primera 
fiscalía Provincial civil y Familia 
Distrito Fiscal Lima Norte. 
Sí, pero que se remitan a los 
juzgados mixtos  
Juan Carlos Ventosilla Alvarado 
Fiscal Adjunto Provincial (P), 
Primera Fiscalía Provincial Civil y 
Familia, Distrito Fiscal Lima Norte 
Que sean remitidos a los juzgados 
mixtos 
Misael Pérez Bartra 
Asistente Legal, Juzgado de Familia 
de San Martin de Porres. Corte 
Superior de Justicia Lima Norte 
Que en una primera instancia 
liquidación sea el juzgado de paz 
letrado el que resuelva los procesos 
de omisión a la asistencia familiar 
convocando a una audiencia de 
principio de oportunidad. 
 
Análisis de Interpretación 
Consideran que se  deberían crear juzgados mixtos, para que con  la finalidad de respetar el debido 
proceso no sea el mismo juez que conoció del caso inicialmente el que se pronuncie sobre un tema ya 





Cuadro Nº 1: Análisis de Fuente documental 






Sosa (2013)  
Manifiesta que; Los 
alimentos es la manera 
importante para cumplir con 
las obligaciones necesarias 
para supervivencia del 
alimentista, útiles para 
preservar la vida, salud, en 
la actualidad se ha ampliado 
este criterio por ahora 
comprende también 
vivienda, vestimenta y 
atención de salud. 
 
Sosa señala que el estado a través de 
las normas establecidas, trata de 
regular los comportamientos de los 
individuos dentro de la sociedad, 
dictando los parámetros a respetar.  
 
Concordamos con los conceptos 
vertidos por Sosa cuando señala 
que con las normas jurídicas el 
estado trata de  poner orden en la 
sociedad y brindar protección a los 
alimentistas  
El concepto de alimentos en su sentido 
más amplio, puesto que el 
incumplimiento va más allá de la 
dimensión jurídica, analizando la 
relación y el impacto que tienen otros 
factores del campo social en la 
dinámica entre padres e hijos, puesto 
que más allá de las normas, el cuidado 
de los hijos y la asistencia en sus 
diversas necesidades se ha asociado en 
forma preponderante al rol materno y 




Ezaine (2001)  
Anota que la omisión a la 
asistencia familiar se trata de 
delitos contra la familia, que 
consiste en el 
incumplimiento doloso de 
los principales deberes 
impuestos al jefe de familia 
tales como por ejemplo; la 
obligación de prestar 
alimentos, educar e instruir 
       Como se ha podido apreciar la 
omisión a la asistencia familiar es uno 
de los más duros problemas que afecta 
a nuestro sistema judicial penal, 
constituyéndose en un problema social 
que atenta contra los derechos de la 
familia, pasando a convertirse además 
en casos de violencia familiar en los 
que se afecta física y psicológicamente 
a esta, y que la existencia de una norma 
no brinda seguridad ni protección a los 
menores es estado de necesidad que fue 
la finalidad para la que fue establecida 
       Como se ha podido apreciar la 
omisión a la asistencia familiar es 
uno de los más duros problemas 
que afecta a nuestro sistema judicial 
penal, constituyéndose en un 
problema social que atenta contra 
los derechos de la familia, pasando 
a convertirse además en casos de 
violencia familiar en los que se 
afecta física y psicológicamente a 
esta, y que la existencia de una 
norma no brinda seguridad ni 
protección a los menores es estado 
de necesidad que fue la finalidad 
para la que fue establecida 
 
Por otro lado, debemos tener en cuenta 
que el Código Penal vigente señala con 
respecto a este delito, que la aplicación 
de la justicia se torna lenta y muy 
engorrosa por la excesiva carga 
procesal, y el limitado presupuesto 
económico, teniendo en cuenta, que el 
proceso se inicia con la interposición 
de la demanda en la vía civil, 
siguiendo por todo el proceso, hasta 










Cuadro Nº 2: Análisis de marco normativo  





El Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos (1984)  
Decreto Legislativo Nº 295  
Código civil 1984  







Precisa que, los padres son los 
principales obligados de asistir 
de manera recíproca al 
alimentista, pero ante la 
ausencia de estos la 
responsabilidad recaería en los 
hermanos adultos. Los abuelos, 
parientes colaterales de tercer 





La obligación de asistencia 
de alimentos no solo es 
deber de los padres, sino 
que ante la ausencia de 
estos, la obligación también 
recae en otro familiares 
ascendientes o 
descendientes y fraternales.   
 
Las entidades internacionales así 
como el estado tratan de alguna 
manera de proteger el interés 
superior del niño, en lo que 
concierne a la asistencia al menor 
con una pensión de alimentos 
adelantada como medida cautelar, 
pero todos los esfuerzos realizados 
son vanos ya que el 
incumplimiento de asistencia 
familiar se ha tornado en la 
sociedad peruana cada vez más 
como un hecho muy común.    
 
En el Perú el derecho alimenticio 
se considera un derecho 
fundamental, el estado mediante el 
aparato judicial aplica una serie de 
mecanismos en busca de proteger 
al individuo que se encuentra en 
estado de necesidad 
principalmente al menor 
alimentistas, pero pese a todos los 
esfuerzos realizados por el estado 
este incumplimiento se ha tornado 
lamentablemente en un hecho muy 
común sumado a este el problema 
de que no se cumplen los plazos 








Código penal, 2011 
Articulo  149 






El que omite asistir con 
alimentos pese a existir una 
sentencia consentida, se le 
aplicara una medida coercitiva 
de una pena en la que se le 




Para que este delito se 
configura cuando el 
demandado omite 
deliberadamente con 
cumplir la orden judicial en 
materia civil, en la que se 
ordena mediante una 
sentencia judicial firme y 
consentida el pago de una 
pensión alimenticia en 
favor del alimentista 
       Como se ha podido apreciar 
esta omisión de asistencia es uno 
de los más duros problemas que 
afecta a nuestro sistema judicial 
penal, constituyéndose en un 
problema social que atenta contra 
los derechos de la familia, pasando 
a convertirse además en casos de 
violencia familiar en los que se 
afecta física y psicológicamente a 
esta, y que la existencia de una 
norma no brinda seguridad ni 
protección a los menores es estado 
de necesidad.  
 
Este delito se incorporó  en el 
código penal como delito con la 
finalidad de que funcione como 
una medida coercitiva a fin de  
proteger un bien jurídico 
constitucionalmente en el Perú que 
es la vida, mediante una resolución 
de sentencia firme y consentida 
para los obligados cumplan con la 
asistencia de alimentos , pero esto 
no ha funcionado de manera 
efectiva 





  Cuadro Nº 3: Constitución Política (1993) 





El Congreso Constituyente de la 
Republica (1993) con fecha 29 de 
diciembre de este  mismo año, 
promulga la ley Nº 27600 
Constitución Política del Perú, 1993 
 
 
artículo 4 establece que; La sociedad y 
el estado deben de proteger a las 
personas vulnerables como el niño, la 
madre, el adolecente en desamparo, 
partiendo de la premisa que la familia 
es la base primordial de la sociedad, es 
decir tutela judicial efectiva 
(Constitución Política del Perú).  
 
Por otra parte en el artículo 6 se 
promueve el matrimonio para la 
conformación de nuevas familias como 
una cedula principal del estado, 
promoviendo la paternidad y 
maternidad responsable dando igualdad 
a los hijos del matrimonio como a los 
hijos concebidos fuera del matrimonio, 
señalando además que es 
responsabilidad los progenitores asistir 





Carta magna del Perú de 1993, En los 
artículos citados 4 se interpreta que el 
estado protege a la persona humana y el 
respeto a su dignidad, a su vida, a su 
integridad física y psicológica y en el 
artículo 6: Que el estado tiene como 
política promover la paternidad 
responsable y además señala que es 
obligación de los padres proteger y asistir 








La constitución nos resume la 
señala mediante estas normas los 
parámetros de convivencia dentro 
de la sociedad y las políticas 
establecidas por el estado para la 
protección de los integrantes del 
entorno familiar en la calidad de 











Cuadro Nº 4 Análisis de marco normativo comparado. 




 ley N° 17.957 
 




En el Perú como en otros países de Sudamérica, 
como Uruguay y Argentina, busca brindar 
protección creando una serie de mecanismos 
con los cuales se pueda coaccionar a los 
deudores con la obligación de cumplir con 
asistir a las personas de nuestro entorno familiar 





Si bien es cierto los diversos países vecinos 
buscan proteger a los miembros de la familia, pero 
como se puede observar todos los esfuerzos son 
vanos mientras no exista una manera de poder 
obligar a los demandados a cumplir con estas 





Ley Nº 269 
 












Cuadro Nº 5 Artículo científico en ingles 
Fuente Análisis de la Norma Análisis Critico 
 
 
Tanase (2015),  
 
Con referencia a los procesos penales   menciona que; las 
entidades judiciales del estado, tienen la obligación de resolver 
eficientemente, con la finalidad de emitir una justa resolución 
sentencia de la causa penal, con el debido respeto a los derechos 
de las partes que intervienen del el proceso y cumpliendo lo 
dispuesto por lo establecido en la ley. 
 
Si bien es cierto los órganos judiciales emiten las 
resoluciones de acuerdo a ley, pero el otro problema es que 
una vez emitida la sentencia el juez da por concluido el 
proceso penal, pero la pregunta es hasta allí hay tutela 
judicial efectiva, como vemos nada asegura que el obligado 
cumpla con esta sentencia judicial por lo tanto el alimentista 
continua en desamparo total. 
   
           Cuadro Nº 6 Artículo científico en ingles 






Haciendo una comparación con la política familiar en Japón: Señala 
que la familia según el código civil de Mejji, es un sistema en el cual 
a las cabezas de familia se le ha otorgado una serie de derechos 
brindar protección  y  gobernar el hogar de una manera autoritaria 
(…) también manifiesta que  este régimen familiar japonés 
implantado después de la segunda guerra mundial es un sistema muy 
rígido y que por lo tanto el desarrollo  social de las mujeres e 
integrantes de la familia son la consecuencia de este tipo de política 
autoritario por parte de padre 
 
 
Como podemos observar no solo en el Perú se crean 
mecanismos con la finalidad de proteger a la familia, en 
Japón  las leyes son más estrictas  y las cabeza de familia 
tienen una serie de facultades mucho más autorías  para 
gobernar su hogar y sobre los integrantes de su familia, 








  Cuadro Nº 7 Análisis de Jurisprudencial. 




La Corte Suprema 





Resolvió que: si bien es cierto en su fundamento nº 
1 señala que nuestra  constitución política en el 
artículo 2 inciso 24 (c) establece que no existe 
prisión por deudas, pero también señala en el 
fundamento Nº 1 que este principio no lo exime de  
la sanción judicial por incumplir con la asistencia 
familiar dispuesta judicialmente.  
Asimismo en el fundamento Nº 4 aclara que su 
función es interpretar y aplicar esta norma 
constitucional, además pone en manifiesto dos 
ítems muy importantes 1) Que la prisión por 
incumplimiento alimenticio es una restricción de 
libertad del individuo autorizada por la carta 
magna. 2)  Que este incumplimiento de pago no se 




Analizando esta casación 
determinamos que este es un delito de 
omisión propia, y el delito se 
constituye ante el incumplimiento de 
los deberes asistenciales 
correspondientes,   en este caso la 
acción típica es la exposición al peligro 
del alimentista del tipo asistencial. 
 
Este delito se configura cuando el 
obligado omite de manera deliberada 
el asistir con una pensión de alimentos 






Se puede concluir que la corte superior 
de justicia de Arequipa en su casación Nº 
131-2014.  
Hace dos distinciones primero señala que 
la privación de la libertad proveniente 
del delito del incumplimiento de 
asistencia alimenticia, es una restricción 
facultada por la carta magna y segundo 
hace un estudio y señalando que no 
existe prisión por deudas salvo en los 














    Cuadro Nº 8 Análisis de Jurisprudencial 





Sentencia de Corte 
Suprema de Justicia 
de Lambayeque. 
 Recurso de nulidad  





Resolvió que: el delito se configura 
cuando el obligado de manera dolosa 
incumple con la orden judicial de asistir 
con alimentos a un miembro de su 
entorno familiar pese a existir una 
resolución de sentencia en ese sentido, 
configurándose además el delito de 
peligro porque solo basta con incumplir 
con la orden judicial aunque aún no se 





La protección que brinda el estado a 
través de sus órganos judiciales como el 
derecho penal que con el empleo del 
poder coercitivo que se encuentra 
facultada trata de obligar al demandado 
a cumplir con asistir con alimentos al 
integrante de su familia que se encuentra 
en desamparo, siendo coaccionado con 
la perdida de la libertad o una reparación 
civil en caso de retraso en la cancelación 
de esta obligación. En resumen la 
protección que ofrece el estado en favor 
de los individuos que tienen parentesco 
familiar con el obligado, ya sea de 







Estos referentes jurídicos nos llevan 
a la conclusión de que esta dimensión 
sea definida como el no pago de una 
pensión de alimentos por parte del 
obligado, sabiendo que tiene que 
realizarlo pues existe una orden 
judicial y que esto traerá como 
consecuencia poner en riesgo 







Para la triangulación se realizó un análisis crítico de las conclusiones arribadas del análisis 










Debemos tener en cuenta que el Código Penal 
vigente señala con respecto a este delito, que 
la aplicación de la justicia se torna lenta y 
muy engorrosa por la excesiva carga procesal, 
y el limitado presupuesto económico, teniendo 
en cuenta, que el proceso se inicia con la 
interposición de la demanda en la vía civil, 
siguiendo por todo el proceso, hasta llegar a la 









Este delito se incorporó  en el código penal 
como delito con la finalidad de que funcione 
como una medida coercitiva a fin de  proteger 
un bien jurídico constitucionalmente en el 
Perú que es la vida, mediante una resolución 
de sentencia firme y consentida para los 
obligados cumplan con la asistencia de 








Se puede concluir que la corte superior de 
justicia de Arequipa en su casación Nº 131-
2014.  
Hace dos distinciones primero señala que la 
privación de la libertad proveniente del delito 
del incumplimiento de asistencia alimenticia, 
es una restricción facultada por la carta magna 
y segundo hace un estudio y señalando que no 
existe prisión por deudas salvo en los casos de 
la omisión a la asistencia familiar. 
 
ANALISIS CRÍTICO. 
El derecho alimenticio se considera un derecho fundamental, pero pese a todos los esfuerzos 
realizados por el estado este incumplimiento se ha tornado lamentablemente en un hecho muy 
común sumado a este el problema de que no se cumplen los plazos establecidos y carga 
procesal, lo hacen inejecutable. Si bien es cierto los órganos judiciales emiten las resoluciones 
de acuerdo a ley, pero el otro problema es que una vez emitida la sentencia el juez da por 
concluido el proceso penal, pero la pregunta es hasta allí hay tutela judicial efectiva, como 
vemos nada asegura que el obligado cumpla con esta sentencia judicial por lo tanto el 
alimentista continua en desamparo total, es por ello que se considera el estado mediante el 






La discusión Viene a ser la parte en que se examina;  las fuentes, antecedentes y 
las entrevistas realizadas en el trabajo de investigación.  Para Jiménez (1998) la 
discusión es el segmento más trabajoso de la investigación, en esta etapa el investigador 
tiene que echar mano de toda su experiencia creativa y de todos los conocimientos 
adquiridos a lo largo de su labor investigadora, así como lo que obtenido como 
información para la realización de su trabajo de investigación,  para así poder dar una 
opinión referente a los resultado e implicancias realizado con los resultado hallados por 
otros investigadores que utilizamos  como antecedentes.  
Por lo tanto como citamos línea arriba tenemos que efectuar  un contraste de 
manera crítica de las entrevistas obtenidas con los antecedentes,  las fuentes y las 
entrevistas realizadas de la manera siguiente: 
Haciendo un análisis a los estudios aproximados por algunos autores del contexto 
internacional concurrimos con  Rosas (2018). Cuando señala que este delito se 
configura cuando el obligado incumple de manera dolosa con asistir con alimentos, se 
debe señalar que el solo hecho de este incumplimiento es suficiente para que se encaje 
en el tipo penal, a este respecto se opina en la misma línea ya que el estado a través de 
sus órganos judiciales busca brindar protección  a los alimentistas amparándose en la 
normas establecidas pero lamentablemente  estas no tienen el poder coercitivo que se 
requieres para que se de este incumplimiento. Esta idea concuerda con Santa Cruz 
(2017) cuando de la misma manera opina que el delito de incumplimiento a asistencia 
alimenticia es un problema con el que tienen que lidiar a diario los alimentistas y 
sumado a esto la carga procesal,  el retraso en los plazos generan que los alimentistas no 
puedan hacer efectivo el cobro de sus devengados por alimentos quedando en el 
desamparo total. Como señala Huitz (2016) el plazo razonable es un derecho de carácter 
personalísimo de todo individuo para recurrir al juez y su caso sea visto por el juez 
competente en busca de tutela judicial y que esta sea además efectiva. como se puede 
observar Palomino (2015)   y Condemayta (2017) al respecto de lo vertido 
anteriormente coincide con la idea del investigador  cuando manifiesta que se deben 
modificar las normas legales y crear  reformas  para poder unificar los procesos civiles 
por asistencia de alimentos y el proceso penal por el delito negarse a la asistencia de 




juzgados civiles y de paz letrados para la ejecución inmediata de las sentencias por el 
delito de  omisión a la asistencia familiar, bajo el apercibimiento de recluirlos en el 
instituto nacional de penitenciaria. 
En el contexto nacional a nivel jurisprudencial San Martin (2015)  en referencia al 
incumplimiento a la asistencia de alimentos, también se estaría configurando otro delito 
que seria el de flagrancia delictiva, hecho con el que no se esta de acuerdo puesto que  
la flagrancia se constituye cuando se encuentra dentro de las veinticuatro horas, y el 
delito omitivo de alimentos es  un delito continuado, por lo tanto no estamos de acuerdo 
con lo citado por San Martin.  
En los análisis de la diversas preguntas realizadas en las entrevistas 
discrepamos con  los jueces civiles y considerarnos que siempre se debe otorgar el 
principio de oportunidad  al padre omisior , tomando en cuenta que el nuevo código 
penal es garantista y que la ultima ratio es internar en un centro de reclusión  a los 
padres omisores, puesto que no causa ningún atraso ni perjudica al proceso judicial, y 
que por el contrario se podría lograr una terminación anticipada del proceso en caso 
que el demandado cumpla con el pago inmediato de las liquidaciones arribadas, en esta 
controversia concurrimos con lo que señalan  los jueces penales cuando opinan que 
siempre se debe otorgar el principio de oportunidad, porque no afecta al proceso en sí, 
y se podría dar la terminación anticipada o la conclusión anticipada del proceso. En el 
análisis de la interpretación, siempre se debe brindar el principio de oportunidad ya que 
se podría conseguir que el demandado cumpla con el pago inmediato de las 
liquidaciones logrando concluir anticipadamente el proceso. 
En este extremo todos los entrevistados están de acuerdo que con el hecho de 
negarse en asistir económicamente a favor de alimentista en estado de necesidad, si se 
estaría generando violencia familiar en todas sus formas como maltrato psicológica, 
física, económica, atentando contra la  salud y la vida del alimentista al dejarlo  en 
estado de abandono. El hecho de negarse  a cumplir de manera dolosa la sentencia por 
alimentos en favor de un miembro de su entorno familiar en estado de necesidad, si 
genera violencia familiar no solo en el alimentista sino en toda la familia y estaría 
atentando contra la vida el cuerpo y la salud de todos los miembros de la familia. 




El negarse deliberadamente a asistir con alimentos pese a existir una sentencia 
judicial  a posterior  genera una serie de daños colaterales tanto en la salud ,como 
psicológico y en lo económico los cuales podrían ser irreparables., por lo tanto debe 
estar efecto a una indemnización como pago de reparación civil.   
En este sentido lo jueces consideran que si se podría otorgar facultades a los 
juzgados civiles para pronunciarse en materia penal en los casos de incumplimiento 
doloso de alimentos.  Los jueces respondieron que si, pero respetando los Contextos 
procesales ya existentes a los jueces de paz se le podría facultar para promover una 
acción penal e imponer penas privativas o suspendidas, y señalan que se deberían 
proponer reformas para que sea otro juez en la vía civil y no el mismo juez que emitió la 
sentencia inicialmente, por respeto al debido proceso, esto permitiría que los procesos 
sean más céleres y se evitarían engorrosos trámites burocráticos. En el análisis de 
interpretación, se concurre que si se podría otorgar facultades a los juzgados civiles o 
crear juzgados especializados para pronunciarse en materia penal en los casos de 
incumplimiento doloso de alimentos, para ello se tienen que  formular reformas para 
que sean los juzgados civiles dictaron la resolución de sentencia inicial o jueces 
especializados o mixtos  los que se puedan pronunciar solo en los casos de 
incumplimiento de esta manera se estaría brindando tutela jurídica efectiva y dentro de 
los plazos razonables en beneficio del alimentista. 
Otra de las posibilidades seria crear juzgados mixtos o  juzgados especiales para 
que con  la finalidad de respetar el debido proceso no sea el mismo juez que conoció del 
caso inicialmente el que se pronuncie sobre un tema ya decidido por el, esto es por 

















1. Concluimos que actualmente el delito de omisión a la asistencia familiar 
necesita una reformación para que se creen juzgados con facultades 
especiales para que puedan resolver en materia penal solo en los casos de 
omisión a la asistencia familiar. 
 
2. Que el problema del delito de incumplimiento de la obligación alimentaria se 
encuentra en todo el territorio nacional sin importar su condición económica 
pero  fundamentalmente en los sectores de menores recursos económicos,  
generalmente se produce por vengarse de la madre 
 
3. Siempre se debe proponer el principio de oportunidad a los obligados, esto 
ayudaría a que no se acumulen los procesos por omisión a la asistencia de 
alimentos y se podría lograr la terminación anticipada o conclusiones 
anticipadas. 
 
4. Por lo comentado en esta investigación se concluye que  los operadores de 
justicia entrevistados están de acuerdo que es necesario reformas para crear y 
otorgar facultades juzgados especializados para que pueda pronunciarse en 















Primero.- Recomendar al legislador que es beneficioso para el alimentista  el que se 
creen reformas para que sean los juzgados civiles o juzgados especializado los que 
puedan resolver en materia penal  en los casos de omisión a la asistencia familiar. 
 
Segundo.- Que con las reformas para que sean los juzgados civiles o especializados 
puedan resolver en materia penal  en  los casos de omisión a la asistencia familiar, 
también se estaría previniendo la violencia familiar en todas sus formas. 
 
Tercero.- Que los legisladores incorporen normas en la que se establezcan reformas  
para otorgar facultades a los juzgados civiles para que puedan resolver en materia penal 
solo en los casos de omisión a la asistencia familiar. 
 
Cuarto.- es conveniente crear reformas para unificar los  procesos civiles  por asistencia 
de alimentos y el proceso penal por el delito negarse a la asistencia de alimentos, 
otorgándoles a los juzgados civiles facultades coercitivas en materia penal  para que 
puedan ejecutar de manera  inmediata y continuada las sentencias por el delito de  












1. Que se creen   propuesta legislativa para crear  reformas para que los 
juzgados de paz letrados puedan resolver en materia penal solo para los 
casos de incumplimiento de asistencia alimenticia, porque prácticamente en 
un solo proceso continuado para hacer efectivo el pago de alimentos 
devengados con posteriores resoluciones. 
 
2. Que, el Ministerio público  siendo parte de este proceso, elabore un proyecto 
de ley para solicitar al poder legislativo que se creen reformas para que 
habiliten juzgados mixtos para que puedan resolver en materia penal solo 
para los casos de incumplimiento de alimentos. 
 
3. Que, el poder judicial, elabore un proyecto de ley para solicitar al poder 
legislativo que se creen reformas para que habiliten juzgados mixtos para 
que puedan resolver en materia penal solo para los casos de incumplimiento 
de alimentos 
 
4. Que se creen reformas para que habiliten dentro de los juzgados penales 
habiliten juzgados especializados para que exclusivamente resuelvan en los 
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ANEXO 1: MATRIZ DE CONSISTENCIA 
Título: “propuesta para otorgar facultades a juzgados de familia para resolver en los delitos de omisión a la asistencia familiar Lima-norte 2019” 





SUPUESTOS FUENTE TECNICA INSTRUMENTO 
 
PROBLEMA GENERAL  
¿Cuál es la propuesta para otorgar 
facultades a juzgados de familia 
para resolver en los delitos de 
omisión a la asistencia familiar 
Lima-norte 2019?  
 
OBJETIVO GENERAL 
Determinar cuál es la propuesta para 
otorgar facultades a juzgados de familia 
para resolver en los delitos de omisión a 
la asistencia familiar Lima-norte 2019. 
 
SUPUESTOS  GENARAL 
Existen Propuestas para otorgar 
facultades a juzgados de familia para 
resolver en delitos de omisión de 




































































PROBLEMA ESPECIFICO 01 
¿Cuál es la relación jurídica 
existente entre los juzgados de 
familia y el delito de omisión a la 
asistencia familiar Lima-norte 
2019? 
  
OBJETIVOS ESPECIFICOS 01 
Determinar, cuál es la relación jurídica 
existente entre los juzgados de familia y 
el delito de omisión a la asistencia 
familiar Lima-norte 2019  
 
SUPUESTOS ESPECIFICO 1 
La existencia de una relación jurídica 
existente entre los juzgados de familia y 
el delito de omisión a la asistencia 
familiar Lima-norte 2019 
 
 
PROBLEMA ESPECIFICO 02 
¿Cuál es la consecuencia jurídica 
para el justiciable el  que otorgue 
facultades a juzgados de familia 
para resolver en los delitos de 




OBJETIVOS ESPECIFICOS 02 
Determinar cuál es la consecuencia 
jurídica para el justiciable el que 
otorgue facultades a juzgados de 
familia para resolver en los delitos de 
omisión a la asistencia familiar Lima-
norte 2019. 
 
SUPUESTOS ESPECIFICO 2 
La existencia de una consecuencia 
jurídica para el justiciable el que se 
otorgue facultades a juzgados civiles 
para resolver en los delitos de omisión a 












Cód. civil  Art.. 472 
 
DEMANDA DE ALIMENTOS 
 
admisión de la demanda 
¿Cree Ud. que la admisión de la demanda es valorada correctamente por el juez  al 
momento de emitir su resolución de sentencia? ¿Por qué? 
 
diligencias previas 
 ¿Cree Ud. que se deben de realizar diligencias previas, para verificar la capacidad 
económica del obligado, a fin otorgar una pensión  justa al momento de emitir la resolución 
de  sentencia?  ¿Por qué? 
 
audiencia única 
¿Considera Ud. que al realizase el proceso de alimentos en una audiencia única, se 
estaría tutelando correctamente los derechos del demandante?  ¿Por qué? 
 






Requerimiento de pago de 
devengados 
¿Considera Ud. que el requerimiento del pago de devengados, por tratarse de una 
continuación del proceso de alimentos  debería  contar con el auxilio judicial a fin de hacer 
prevalecer la economía procesal? ¿Por qué? 
 
Calculo de devengados 
¿Considera Ud. que el cálculo de los devengados realizado por el especialista, se 
encuentra dentro de los plazos razonables en favor del demandante? ¿Por qué? 
Aprobación de 
devengados 
¿Cree Ud. que la aprobación de devengados por alimentos se encuentra dentro del plazo 
razonable en beneficio del alimentista? ¿Por qué? 
Cód. procesal civil Art. 566-A 
 




¿Sabe Ud. cuáles son las probables  causas por  la que el fiscal al recibir las copias 
certificadas no propondría  el principio de oportunidad en los casos de omisión  a la 
asistencia familiar? ¿Por qué? 
acusación fiscal ¿Considera Ud. correcto que los fiscales obvien la acusación fiscal y otorguen el principio 
de oportunidad a los obligados con la finalidad de evitar la sobre carga procesal? ¿Por 
qué?  
 
Principio de oportunidad  
¿Considera que  se debe dar principio de oportunidad  en los casos de omisión de 
asistencia familiar a los  obligados reincidentes? ¿Por qué? 
Código penal Art. 149 - 150 
 
DEMANDA POR OMISIÓN 
A LA ASISTENCIA 
FAMILIAR 
 
Estado de necesidad 
Cree Ud. que omitir la asistencia familiar se atenta contra el estado de necesidad, 
colocando  en grave riesgo al alimentista?  ¿Por qué? 
 
Violencia económica  
¿Considera Ud. Que  la omisión a la asistencia familiar genera violencia económica y 
psicológica en el hogar por la  pérdida de dinero y tiempo, por lo tanto a atentaría contra la 




¿Considera Ud.  Que al obligado al momento de ordenársele el pago por la omisión a la 






Para la triangulación se realizó un análisis crítico de las conclusiones arribadas del análisis documental,  










      Debemos tener en cuenta que el Código 
Penal vigente señala con respecto a este 
delito, que la aplicación de la justicia se torna 
lenta y muy engorrosa por la excesiva carga 
procesal, y el limitado presupuesto 
económico, teniendo en cuenta, que el proceso 
se inicia con la interposición de la demanda en 
la vía civil, siguiendo por todo el proceso, 








     Este delito se incorporó  en el código penal 
como delito con la finalidad de que funcione 
como una medida coercitiva a fin de  proteger 
un bien jurídico constitucionalmente en el 
Perú que es la vida, mediante una resolución 
de sentencia firme y consentida para los 
obligados cumplan con la asistencia de 








    Se puede concluir que la corte superior de 
justicia de Arequipa en su casación Nº 131-
2014.  
Hace dos distinciones primero señala que la 
privación de la libertad proveniente del delito 
del incumplimiento de asistencia alimenticia, 
es una restricción facultada por la carta magna 
y segundo hace un estudio y señalando que no 
existe prisión por deudas salvo en los casos de 
la omisión a la asistencia familiar. 
 
Análisis Crítico. 
El derecho alimenticio se considera un derecho fundamental, pero pese a todos los esfuerzos 
realizados por el estado este incumplimiento se ha tornado lamentablemente en un hecho muy 
común sumado a este el problema de que no se cumplen los plazos establecidos y carga 
procesal, lo hacen inejecutable. Si bien es cierto los órganos judiciales emiten las resoluciones 
de acuerdo a ley, pero el otro problema es que una vez emitida la sentencia el juez da por 
concluido el proceso penal, pero la pregunta es hasta allí hay tutela judicial efectiva, como 
vemos nada asegura que el obligado cumpla con esta sentencia judicial por lo tanto el 
alimentista continua en desamparo total, es por ello que se considera el estado mediante el 
aparato judicial aplica una serie de mecanismos en busca de proteger al alimentista.  
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